
FORMULA MANIFESTACIÓN. ACOMPAÑA DESCARGO Y PRUEBA DOCUMENTAL. SE PROVEAN MEDIDAS DE PRUEBA. MANTIENE CASO FEDERAL.
Señor Juez Federal:
   CARLOS HUMBERTO BEN, DNI N° 8.559.731, con domicilio en la calle 42 n° 1677 de la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, por sí, con la asistencia de sus letrados defensores de confianza Doctores Carlos Daniel Froment y Andrés Agustín Gramajo, manteniendo el domicilio procesal constituido en calle Castillo 1435, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en la causa 1614/2016, me presento ante V.S. y respetuosamente digo:

1º) - Habiendo sido convocado por V.S. para el día de la fecha a los fines de prestar declaración a tenor de lo normado en el art. 294, CPPN, vengo a formular a través de esta pieza procesal las manifestaciones que siguen relativas a los hechos que se me imputan, solicitando que las mismas formen parte de mi declaración indagatoria (arts. 79 y 294, CPPN).  
Ello sobre la base del descargo puntual que acompaño al presente y en función de la documentación que se anexa a esta presentación, sin perjuicio de lo cual vengo a mantener todas y cada una de las presentaciones que, tanto en forma personal como a través de mis letrados, he venido formulando en esta causa, solicitando nuevamente que se provean las medidas allí peticionadas
.
2º) - Desde ya manifiesto mi plena y total disposición para responder todas aquellas preguntas que V.S. y/o el Señor Fiscal consideren necesario formularme en la audiencia del día de la fecha.
3º) – A partir de una denuncia anónima que me ha atribuido la comisión de delitos durante mi gestión como Presidente del Directorio de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.” (se sostuvo allí que me habría valido de un grupo de empresas supuestamente ligadas a mi persona para beneficiarme económicamente en perjuicio de aquella empresa concesionaria), se abrió paso a una ya voluminosa –aunque en modo alguno suficiente- investigación que, ahora, se centra básicamente en el modo en que fueron diseñadas, licitadas, adjudicadas y ejecutadas las obras de construcción de la Planta Potabilizadora Juan Manuel de Rosas y de la Planta de Pretratamiento Cloacal de Berazategui, suponiéndose que en relación a las mismas ha existido un trama ilícita vinculada a los negocios espurios que con funcionarios públicos habría reconocido llevar a cabo la firma Ing. Guitelman en distintos países, entre ellos la República Argentina. 
Sobre la base de la documental reunida en la causa, ponderándose especialmente el informe profesional suscripto por un Ingeniero designado por una “asociación civil sin fines de lucro que reúne a estudiantes, profesionales, empresas, entidades y organizaciones interesadas en resaltar la importancia estratégica de la ingeniería en la sociedad”
, encomendado por las actuales autoridades de la Agencia de la Planificación –organismo estatal que vino a reemplazar al Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios como autoridad de aplicación de la concesión del servicio público de suministro de agua potable y tratamiento de desechos cloacales- para analizar aquellas obras de AYSA, V.S. ha exteriorizado en el decisorio de fs. 2740/2748 su sospecha sobre la posible comisión de ilícitos de acción pública en perjuicio del Estado Nacional por parte de funcionarios públicos y de integrantes de empresas contratistas. 
Ello, aún cuando a la fecha se encuentran pendientes de cumplimiento varias medidas probatorias ya dispuestas por V.S.
 y se encuentra ausente no sólo la producción de indispensables pericias técnicas y científicas
, sino el tratamiento y la consideración de sucesivas manifestaciones espontáneas efectuadas por esta parte, y la recta ponderación de elementos probatorios que, como se demostrará en el descargo adjunto
, vienen a desmentir categóricamente la hipótesis sostenida por el Ministerio Público Fiscal  y que, según lo decidido a fs. 2740/2748, pretende abastecer la sospecha allí exteriorizada.
Ha sido en ese contexto, a instancias de un Ministerio Público Fiscal representado en la causa por dos fiscales que protagonizaron un vergonzoso conflicto ventilado en estas mismas actuaciones, con acusaciones incluso de ocultamiento de información y pruebas, sobre la base de enfoques discordantes entre sí, se arriba al presente estadio de la causa, donde formalmente me encuentro alcanzado por una imputación concreta que habilita derechamente mi actuación plena en este proceso, a través del ejercicio de una defensa como la que aquí se materializa y a partir de las medidas de prueba que vengo requerir precisamente para acreditar en esta etapa del proceso los hechos que abastecen mi descargo.
4º) – Tal como lo vengo sosteniendo en sucesivas presentaciones que se encuentran glosadas en esta causa –muchas de ellas sólo tenidas presentes por V.S. pero aún no ponderadas debidamente- no he cometido delito alguno.

Jamás. 

Tampoco durante mi desempeño como Presidente del Directorio de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”.

Y de ninguna manera he cometido delito alguno durante el diseño, la licitación, la adjudicación ni la ejecución de las obras llevadas a cabo por AYSA para la construcción de la Planta Potabilizadora Juan Manuel de Rosas ni de la Planta de Pretratamiento Cloacal de Berazategui.

5º) – Respetuosamente sostengo que el punto de partida escogido tanto por el Ministerio Público Fiscal como por V.S. para sostener la imputación que da origen a mi citación para el día de la fecha resulta desacertado y erróneo. 
Ello así por cuanto los hechos investigados en la causa se vienen analizando como si las obras antes referidas hubiesen sido llevadas a cabo por el Estado Nacional o bien por una empresa del Estado o una sociedad del Estado, por funcionarios públicos y en perjuicio de las arcas del Estado Federal. 

Tal como se explica en el descargo anexo
, AYSA es una sociedad comercial que se encuentra regida por el Derecho Privado, concretamente por la ley de sociedades comerciales, naturaleza jurídica que en modo alguno se encuentra afectada por el hecho de que uno de sus accionistas sea el Estado Nacional
, resultando absolutamente inaplicables a su gestión y desenvolvimiento las normas que rigen el funcionamiento de la Administración Nacional y/o de sus empresas y sociedades del Estado.
De igual modo, especialmente en lo que concierne a los actos cumplidos en relación a las obras materia de investigación de la presente causa, mi actuación deriva de mi designación como Presidente del Directorio que fuera decidida por los miembros del mismo, en la forma establecida por la Ley de Sociedades Comerciales y por el Estatuto Social de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”, motivo por el cual dicho accionar en modo alguno es atribuible a un funcionario público en ejercicio de sus funciones.

Todo lo cual es decisivo a la hora de calificar los hechos materia de imputación en esta causa. 
Situación jurídica de la empresa AYSA que al día de la fecha, por otra parte, se mantiene plenamente.

Y que se encuentra reconocido por las actuales autoridades del Gobierno Nacional
.

6º) – Otra cuestión esencial que ha sido indebidamente calificada tanto por el Ministerio Público Fiscal como por V.S. es el supuesto “perjuicio al Estado” que habría ocasionado, siempre según la hipótesis sostenida en la imputación exteriorizada a fs. 2740/2748, la realización de las obras de construcción de la Planta Potabilizadora Juan Manuel de Rosas y de la Planta de Pretratamiento Cloacal de Berazategui. 
Tampoco dicho enfoque es acertado.

Las obras en cuestión fueron contratadas por “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”, para lo cual no ha invertido fondo estatal alguno, tal como se explica en el descargo fundado que sigue.

El pago de las obras se ha llevado y aún se viene verificando a partir de recursos que pertenecen a AYSA como consecuencia de contratos celebrados con otros organismos en el marco de programas de financiamiento, siendo la empresa la obligada a restituir dichos recursos en función de las pautas establecidas en cada uno de los contratos suscriptos al efecto. 
El ANSES, o el Fideicomiso Banco Nación, ostentan a su favor los derechos emergentes de dichos contratos, que son exigibles respecto de AYSA, pero en absoluto se han visto perjudicados en su patrimonio por el destino que se ha asignado a los fondos integrantes del financiamiento de las obras. 

Esto es muy importante remarcarlo, porque en definitiva las obras llevadas a cabo por AYSA pasan a integrar el activo de la empresa destinado a la prestación del servicio público que debe prestar como concesionaria.

En modo alguno ello puede justificar la hipótesis mantenida en esta causa por el Ministerio Público Fiscal, desde el momento en que los fondos aplicados al pago de las obras pertenecen a AYSA como empresa contratista beneficiara de las obras construidas, pesando en consecuencia sobre dicha empresa la obligación de restituir en las condiciones pactadas los fondos anticipados mediante aquellos programas de financiamiento. 

7º) – Como se explica con mayor detalle en el descargo fundado acompañado al presente
 las obras que vienen siendo investigadas en esta causa no fueron diseñadas para la comisión de delitos ni para perjudicar al Estado ni a AYSA, a cambio de prebendas ofrecidas previamente por un conglomerado extranjero dispuesto a ofrecer dádivas.
Ambas obras, entre muchas otras, formaban y forman parte de un programa de expansión de AYSA para la mejor prestación del servicio, que incluso venían siendo evaluadas antes de que AYSA exista, bajo la vigencia de la concesión oportunamente desplegada por la firma AGUAS ARGENTINAS S.A.

A partir de la necesidad de construir tales obras (y no, como parece sostenerlo el Ministerio Público Fiscal, como una excusa para obtener prebendas de una empresa extranjera) fue diseñada la convocatoria a Licitación Pública correspondiente, a través de pliegos y de un procedimiento licitatorio estrictamente sujeto a las normas que gobiernan el funcionamiento de AYSA, tanto para este tipo de obras como para toda clase de contrataciones.
No existió direccionamiento ni favorecimiento alguno, ni infracción de ninguna especie a las normas que rigen los procedimientos licitatorios de AYSA, tal como fue reconocido en esta causa por la Auditoría General de la Nación, por la Sindicatura General de la Nación y por los testimonios recibidos de  la Cdra. Silvana Gentile y Héctor H. Pignataro.
Actos todos que fueron llevados a cabo con intervención de los organismos técnicos –que integran la estructura funcional de la empresa concesionaria desde mucho antes incluso de la existencia de AYSA- competentes, siguiéndose siempre sus dictámenes, sin apartamiento alguno, y sin que exista la menor posibilidad de incidir en sus determinaciones de naturaleza técnica y profesional. 
Cada una de las etapas del procedimiento fue analizada y resuelta por el Directorio de AYSA, integrado incluso por miembros que actualmente siguen en funciones dentro de la empresa, previa deliberación y estudios pertinentes, al cabo de los cuales se dictaron las resoluciones que me correspondió como Presidente instrumentar en representación de la empresa, no como autor de un delito, ni como jefe de una asociación ilícita. 

8º) – Otro elemento que V.S., siguiendo el enfoque desacertado sostenido por el Ministerio Público Fiscal, ha escogido para formular la imputación que da origen a este presentación, se refiere al supuesto conocimiento previo que algunos oferentes habrían tenido sobre los planes que tenía AYSA para llevar a cabo las obras materia de la presente causa, incluso con anterioridad al formal inicio del trámite licitatorio.
Dicho razonamiento también es erróneo.

Es que tal como se explica en el descargo adjunto
, y lo he venido manifestando en las sucesivas presentaciones formuladas ante V.S., la construcción de las obras correspondientes a la Planta Potabilizadora Juan Manuel de Rosas y a la Planta de Pretratamiento Cloacal de Berazategui fue públicamente anunciada mucho antes de la convocatoria a licitación pública, porque tales obras formaban y forman parte del Plan de Expansión de AYSA, no como una maniobra para beneficiar a tal o cual oferente, sino como una inobjetable acción de difusión del plan de obras de la empresa, con el sentido tanto de lograr una mayor participación de oferentes e interesados como de obtener mayores y más diversas fuentes de financiamiento para tales obras.
Difusión que, luego, también se plasmó a través del cumplimiento de las publicaciones exigidas por el Reglamento de Contrataciones de AYSA, materia sobre la cual también se ha incurrido en error en el auto de fs. 2740/2748, dado que la convocatoria a interesados y eventuales oferentes se publicó en el número de medios que, como mínimo, exige dicho reglamento.

Incluso la primera convocatoria se hizo en cinco diarios, cumpliéndose en la segunda secuencia de publicación en los tres reglamentariamente exigidos por la normativa que gobierna los procedimientos licitatorios de AYSA. 
9º) – Las diferencias existentes entre el presupuesto oficial y el monto por el cual, a partir del contenido de las ofertas recibidas, fueron adjudicadas las obras investigadas en esta causa tampoco responden a una decisión arbitraria, ni discrecional, ni mucho menos delictiva, atribuible a este justiciable. 
En primer lugar, debe señalarse que no existieron ofertas iguales ni inferiores al presupuesto oficial.

Las que se recibieron, eran por montos superiores, en diferencias atribuibles tanto al tiempo transcurrido desde la ponderación originaria de los costos (no olvidemos el contexto inflacionario por entonces reinante) y la fecha de presentación de las ofertas, como al hecho de que las ofertas se hallaban complementadas parcialmente por un mecanismo de financiamiento que incluía productos importados cuyo mayor costo se encontraba holgadamente retribuido por las condiciones de dicho financiamiento, a punto tal de resultar más conveniente dicha modalidad de contratación a partir de las mejores condiciones de financiamiento.
Cuestiones todas que no fueron analizadas por este justiciable a título personal o como “dueño” de la empresa. 

Todas estas cuestiones fueron analizadas y ponderadas por técnicos y profesionales de AYSA, ajenos a la estructura directiva de la empresa, integrantes de las estructuras de planta permanente de la firme, respecto de los cuales no es lógico ni razonable poner en duda su objetividad a la hora de aconsejar como conveniente la adjudicación finalmente instrumentada por el Directorio de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”.
Sobre todo cuando se trata de obras de magnitud y en contextos específicos, incidiendo en ello datos cuya estimación no resulta predecible al realizarse el cálculo del presupuesto para licitar.

Las contingencias, datos, entornos macro económicos, realidades de cada empresa en un momento dado, financiamiento, equipamiento, posición fiscal, mano de obra, plan de trabajos y financiero y demás elementos intervienen en la realización de una oferta y su consideración.

10º) – También en el descargo acompañado al presente
 se analiza detenidamente, brindándose todas las explicaciones correspondientes, el modo en que se ejecutó el contrato y las razones por las cuales, a partir del justificado aplazamiento de la terminación de las obras, fueron redefiniéndose los precios finalmente abonados a las contratistas. 
Nada de lo allí actuado ingresa en contradicción con las normas que regulan el funcionamiento de AYSA y que, particularmente en este caso, establecieron la forma de establecer los pagos a las contratistas.
Muy por el contrario, tratándose de una empresa privada que ha contratado una obra regida por los pliegos pertinentes pero por las normas del Derecho Privado de aplicación supletoria –no por la ley de obras públicas ni por ninguna otra norma que sí debe ser observada por la Administración Pública Nacional y por las empresas estatales- se encuentra ineludiblemente obligada a reconocer, objetivamente, las variaciones de costos que respondan tanto a modificaciones en los valores de bienes y servicios (básicamente vinculadas a razones de naturaleza inflacionaria y/o cambiaria) como a situaciones imprevistas o de fuerza mayor. 
Sobre todo cuando nos hallamos ante obras de extraordinarias envergaduras, que han demandado un prolongado lapso de ejecución, ampliado por razones absolutamente ajenas a las partes, las que se encuentran documentadas y explicadas en el descargo anexo a esta postulación procesal.

En ese contexto de ningún modo puede sostenerse la existencia de sobreprecios, cuando en rigor de verdad, ponderando los efectos que trae aparejado el envilecimiento del signo monetario, cuando se abona una suma superior a la originariamente presupuestada a raíz del efecto inflacionario, en definitiva se está abonando lo mismo, se está manteniendo la intangibilidad de las prestaciones, no existe ningún enriquecimiento indebido en cabeza del contratista, el que sí pudo haberse configurado a favor de AYSA si dicha redeterminación de precios no se hubiese aplicado.
También hemos documentado que la aprobación realizada en el Directorio de cada redeterminación de precios vino precedida de los informes correspondientes.

Las ampliaciones de plazo se justificaron en cada addenda. Las razones se expusieron en cada caso sin objeciones de ninguna clase, resultando habituales en obras de esta envergadura, tal como incluso lo ha reconocido el actual Subsecretario de Recursos Hídricos de la Nación
.

Lo que cabe REAFIRMAR ES QUE NO OTORGARON PARA BENEFICIAR A LA EMPRESA Y MUCHA MENOS AUN para hacer un negocio.
Prueba lo que vengo sosteniendo el hecho de que entre 2006 y 2015 no se reconocieron gastos improductivos a favor de ninguna de las contratistas.

Es más, en cada addenda que se suscribió con la parte contratista, entre la número 1 la número 11, se dejó establecido expresamente que dicha parte renunciaba expresamente a cualquier reclamo en dicha materia, cerrándose de ese modo cualquier posibilidad de que la firma pudiera llevar a cabo nuevos reclamos por ese u otros rubros. 

Ni el reconocimiento de mayores precios nominales, ni la justificación de postergaciones de plazos fueron formulados de manera automática ni indiscriminada por “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”, puesto que en los distintos casos donde los requerimientos formulados por las contratistas no fueron debidamente explicados documentadamente, no sólo no se autorizaron las peticiones formuladas por la contratistas, sino que, por el contrario, se aplicaron las sanciones contempladas en los pliegos.

Igualmente erróneo resulta el reproche formulado en esta causa a las ampliaciones de obra correspondientes a los renglones 10 y 11 de la Planta Potabilizadora Juan Manuel de Rosas.
Ello así por cuanto la cuestión vinculada al acueducto a Escobar estaba prevista en el plan original de la obra, pero recién pudieron incluirse en las prestaciones correspondientes a la contratista cuando se logró del Municipio respectivo la adhesión al área de concesión de AYSA, que al momento de realizarse los presupuestos originarios no formaba parte del área de concesión. 
Y con relación a los pavimentos de calles de ningún modo puede suponerse que dichas obras debían ser realizadas por el Municipio local.

Es que la envergadura de la Planta Potabilizadora Juan Manuel de Rosas exigía para su normal funcionamiento la existencia de accesos pavimentados, por lo que mal puede inferirse que AYSA debía aguardar que el Municipio local incluyera en su plan de obras la pavimentación de arterias que, lógicamente, no eran prioritarias para el Municipio, sino indispensables e impostergables para AYSA.
En el caso de Tigre, la pavimentación de la Ruta 25 camino a la toma de Paraná de las Palmas obedeció al hecho de que dicha arteria vial se vio afectada por el paso permanente de camiones que ocasionó varios daños, los que debieron en consecuencia ser reparados a través de aquella obra complementaria, constituyendo entonces una erogación estrictamente vinculada al cumplimiento de la obra y no, como lo sostiene V.S., el pago de una obra que debía ser afrontado por la Municipalidad local. 
Por ello se ordenó pavimentar dichas calles, sin perjuicio de los derechos que AYSA luego pueda o pudo hacer valer frente al Municipio, en su caso, para obtener el recupero correspondiente. 

Pero de ningún modo es lógico cuestionar la decisión de llevar a cabo dicha obra complementaria sin la cual la Planta Potabilizadora Juan Manuel de Rosas no hubiese podido ser habilitada a su uso normal y regular tal como fue diseñada. 
Es muy habitual que en el marco de una obra (pública o privada) deba realizarse lo que se denominan obras complementarias (tales como la ampliación de una calle, de una avenida o de un ruta), ya para el traslado de materiales, ya para la circulación de determinados vehículos por su porte extraordinario, situaciones en las cuales el beneficiario directo de tales obras aborda la ejecución de las mismas con los permisos municipales, pero resultando ilógico que una obra de tal envergadura deba aguardar a que el Municipio se disponga a pavimentar tal o cual calle.
No es serio, sobre todo cuando dicho extremo ha sido recogido como fundamento para imputar gravísimas responsabilidades penales a este justiciable.
11º) – La cuestión del financiamiento de las obras, a partir de la participación de una entidad estatal de la República Federativa del Brasil en modo alguno justifica la descalificación de los hechos que se viene llevando adelante a partir de la actuación del Ministerio Público Fiscal.
En Anexo “A” se explicitan los motivos por los cueles los expertos justificaron su conveniencia. Remitimos al mismo.

El financiamiento no formó parte de la licitación. Surgió de ella luego que se preadjudicó la obra, tratándose de una cuestión vinculada a criterios de conveniencia a la hora de afrontar, en mejores condiciones financieras, su pago, todo lo cual de la opinión y trámite de múltiples organismos hasta que finalmente se concretó.

Pertenece a un ámbito de decisión que supera al Directorio de AySA.
Y específicamente de este justiciable, abogado de profesión, experto en cuestiones de servicios públicos en materia sanitar, pero con conocimientos ordinarios y básicos en materia financiera o contable, para lo cual, como los restantes miembros del Directorio, nos apoyamos en los dictámenes de los profesionales correspondientes.
De igual modo se actuó con relación a las restantes parcelas del financiamiento de las obras. 

12º) – Si en algo existe plena coincidencia entre las partes de este proceso y V.S. es precisamente sobre la complejidad de las cuestiones que se vienen ventilando en esta causa. 
Soy profundamente respetuoso de la más amplia libertad probatoria que debe regir en el proceso penal, del mismo modo que guardo sumo respeto por las opiniones de los organismos oficiales.

En ese entendimiento no cuestiono que V.S. procure obtener probanzas a partir de informes de organismos oficiales tales como la AFIP, el Banco Central, la Unidad de Información Financiera, la Auditoría General de la Nación, la Sindicatura General de la Nación, etc. 

Lo que sí cuestiono es que dichos informes pretendan ser erigidos como únicas fuentes de prueba en esta causa, cuando ni tales organismos tienen como fin ni como propósito legal intervenir en procesos judiciales, ni la legislación ritual los contempla en dicho emplazamiento, desde el momento en que el Código Procesal Penal de la Nación establece que todas aquellas cuestiones que resulten ajenas al conocimiento jurídico del magistrado por pertenecer a otras incumbencias técnicas o científicas DEBEN ser materia de prueba pericial, con amplia participación de las partes.

Especialmente cuando ha quedado acreditado en la causa que, por caso, los informes suministrados por la misma empresa AYSA –con sus actuales autoridades- ni siquiera pudieron determinar de modo fehaciente cuál ha sido el costo total de las obras, encontrándose hoy aún en duda los importes consignados por V.S. en el auto de fs. 2740/2748, dado que en relación a los mismos ni siquiera se encuentran de acuerdo los actuales directivos de la empresa AYSA, tal como oportunamente lo remarcó esta parte a través de sus letrados defensores
.  
Informe de AYSA –con sus actuales autoridades- que tampoco coincide con lo informado por la Agencia de Planificación a fs. 2548/2567.

La prueba pericial consiste en el informe brindado por una persona ajena al proceso, con especiales conocimientos técnicos, y/o científicos sobre la materia en litigio, que a través de un proceso deductivo (de lo general a lo particular), partiendo de sus conocimientos específicos, los aplica al caso concreto y elabora su opinión fundada con los elementos ciertos que surgen de la causa en análisis.

La función pericial tiende a suministrar los elementos de juicio al órgano jurisdiccional, en áreas científicas o técnicas específicas que escapan a la formación jurídica de quien lo integra o por lo menos, que éste no tiene el deber de conocer en profundidad.

La complejidad de las cuestiones que se vienen pesquisando en esta causa a lo largo ya de casi dos años de instrucción exige que, de modo impostergable, se disponga la realización de las siguientes diligencias probatorias:
12. 1. Se encomiende la realización de una pericia contable que habrá de expedirse sobre los puntos de pericia que se indican en el anexo correspondiente.

12. 2. Se encomiende la realización de una pericia ingenieril que habrá de expedirse sobre los puntos de pericia que se indican en el anexo correspondiente.

12. 3. Se requiera a la AGENCIA DE PLANIFICACIÓN la remisión del expediente original completo 3838/2016.

12. 4. Se libre oficio a la Inspección General de Justicia a fin de que se sirva informar si la razón social AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS ha sido inscripta ante dicha repartición como sociedad anónima en los términos de la ley 19550, remitiéndose la totalidad de los antecedentes relativos a su constitución y evolución hasta el día de la fecha.

12. 5. Se adopten todas las medidas conducentes para que los exhortos remitidos a autoridades extranjeras sean contestados a la brevedad posible, urgiéndose su pronto tratamiento, despacho y respuesta.

12. 6. Se libre oficio al Centro Argentino de Ingenieros a fin de que se sirva informar:

a) Si el dictamen suscripto por los ingenieros GUITELMAN, FERDKIN, REGO, ZEGA y ESPOSITI, a pedido de la AGENCIA DE PLANIFICACIÓN, constituye un documento oficial del CENTRO ARGENTINO DE INGENIEROS, o bien si su contenido es responsabilidad propia, exclusiva y excluyente de sus autores, acompañándose el acta de la comisión directiva u órgano competente que se haya pronunciado sobre tales cuestiones.
b) Si el CENTRO ARGENTINO DE INGENIEROS percibió honorarios y/o cualquier otra retribución por la elaboración y emisión del dictamen referido en el punto anterior.

c) Si los profesionales referidos en el punto a) hicieron saber al CENTRO ARGENTINO DE INGENIEROS la existencia de alguna dificultad y/o impedimento y/o negativa del APLA y/o de AYSA, para la obtención de información y/o documentación necesaria para realizar el dictamen antes referido.
13º) – V.S. ha ordenado, y la Excma. Cámara ha confirmado, la inhibición general de bienes de este justiciable. 

Claramente la Excma. Cámara dejó establecido que oportunamente deberían limitarse los alcances de dicha cautelar. 

Al día de la fecha no ha podido determinarse en qué consiste el beneficio de este imputado, o el beneficio facilitado a terceros, o el perjuicio ocasionado a AYSA, a los fines de establecer concretamente cuál es la finalidad de aquella medida cautelar, ni sus límites, ni sus alcances. 

Por el contrario, a través del análisis que se efectúa en el descargo adjunto sobre la prueba reunida en la causa
 entiendo que se encuentran suficientemente controvertidas las razones que fueron ponderadas por V.S. y por el Superior para dictar la inhibición general de bienes de este imputado y de su entorno familiar. 
Considero respetuosamente que los extremos ponderados por V.S. se encuentran debida y suficientemente rebatidos en el descargo que se acompaña de modo tal de no existir una adecuada verosimilitud del derecho sobre el cual se ha pretendido cimentar aquella medida precautoria. 

Ello sin perjuicio de lo que resulte de las pruebas pendientes de realización y de las diligencias procesales que en este acto se propician y solicitan.

En ese entendimiento es que solicito de V.S., como pretensión principal, que se deje sin efecto la inhibición general de bienes que pesa sobre este justiciable, levantamiento que con mayor razón deberá instrumentarse en relación a mis padres, que se encuentran fallecidos desde años atrás (ver certificados de defunción adjuntos), y de los señores Jairo Natale, Soledad G. Ben y Vanesa Carla Ben porque claramente no tiene que ver con la causa, tienen un restringido patrimonio debidamente justificado.
En el caso de mi cónyuge María Cristina Cafolla, procede idéntica medida de cese de la inhibición general de bienes en tanto, conjuntamente con este peticionante, ostenta debidamente justificados todos los bienes que se encuentran declarados en la certificación acompañada, a saber:

-bienes adquiridos antes del año 2006

-fondos en el Banco Santander Río originados en los depósitos del trabajo, certificados por el propio Banco

-ingresos en euros realizados por la empresa Suez de Francia en función del pago de STOCK OPTIONS que fui liquidando mientras era Presidente del Directorio de AySA, pero corresponden a su relación laboral con Aguas Argentinas (Suez)

-ingresos producidos por venta de inmuebles debidamente acreditados ante AFIP, que NUNCA observó ni consultó sobre las declaraciones juradas presentadas por ambos.

Como pretensión subsidiaria en lo que concierne a la medida cautelar decretada en mi perjuicio solicito su debida adecuación en función de lo ordenado por la Excma. Cámara de Apelaciones.
En materia de medidas cautelares se impone no solo que el medio dispuesto por la jurisdicción sea adecuado, sino que también resulte el más moderado dentro de los remedios disponibles para asegurar los fines que procuran alcanzarse con aquella tutela preventiva. 
Ello incluso ha sido reconocido por V.S. en el decisorio de fecha 12 de junio de 2017, pero lo cierto es que, contrariamente a lo allí predicado, se ha adoptado la más gravosa de las medidas cautelares disponibles, en tanto, en lo que concierne a nuestro defendido, virtualmente lo coloca ante una inhabilitación completa y absoluta para desenvolverse laboral, profesional y económicamente. 
Ni el art. 518 del Código Procesal Penal, ni los arts.23 y 305 -este último de exclusiva aplicación a los delitos sobre lavado de dinero- del Código Penal, autorizan al magistrado a disponer, en el presente caso, semejante medida cautelar en perjuicio de quien mantiene a la fecha su condición de imputado no procesado en una causa penal
. 
El mismo soporte normativo invocado por V.S. para disponer el temperamento cautelar confirmado por el Superior desautoriza claramente que aquella disposición precautoria se traduzca en la INHIBICION GENERAL DE BIENES tal como la ha dispuesto y ejecutado el Juzgado a su digno cargo. 
En efecto, el art. 23 del Código Penal autoriza medidas cautelares para asegurar que pueda concretarse, oportunamente, el decomiso de los bienes que hayan sido instrumento o efectos del delito, o bien para hacer cesar el delito, o los efectos, o, por último, para evitar que se consolide el provecho derivado del ilícito o para evitar que el mismo quede impune. 
El art. 518, CPP, se refiere a medidas cautelares para asegurar el pago de las costas y de la indemnización civil, a través de embargos de bienes, y, únicamente cuando el imputado no tenga bienes, se podrá decretar la INHIBICION GENERAL DE BIENES. 
En estos obrados, al día de la fecha, no se ha indicado siquiera en qué consiste, concretamente, el o los bienes, los fondos, los derechos, y/o cualquier otro activo susceptible de apreciación pecuniaria cuyo eventual decomiso pueda justificar una medida como la decretada en perjuicio de CARLOS HUMBERTO BEN. 
Tampoco se ha demostrado la inexistencia o insuficiencia de bienes de titularidad de nuestro defendido que autorice a inhibir al mismo en la forma, con los alcances, y con las proyecciones que ha sido dispuesta y ejecutada dicho remedio cautelar. 
Siendo entonces que la inhibición general de bienes es pertinente únicamente cuando no se conocen bienes del deudor o no cubren el crédito reclamado (cfr. Fenochietto Arazi, "Código Procesal...", T. 1, Astrea, Buenos Aires, 1985, pág. 735), la medida decretada por V.S. en fecha 12 de junio de 2017 debe ser adecuada al principio de proporcionalidad que impera en la materia.
En efecto, las medidas cautelares deben respetar el principio de proporcionalidad, a fin de no provocar perjuicios innecesarios a la persona afectada (Rivas, Adolfo A., Medidas cautelares, LexisNexis - Abeledo-Perrot, Bs. As., 2007, p. 52). 
Tiene dicho la jurisprudencia del fuero:
"Ahora  bien, esta Sala lleva dicho en reiterados precedentes que la  inhibición  general  de  bienes  "...se  presenta  en nuestro ordenamiento  procesal  como una medida subsidiaria al embargo, y [que]  resulta  operativa -de conformidad con lo dispuesto por el art.  518  del  Código  Procesal  Penal  de  la  Nación-  ante la inexistencia  o insuficiencia de bienes en poder del cautelado y, por  tanto,  sólo  subsistirá  en la medida que no sea plenamente garantizado  el  monto  fijado..."
 
"Este  criterio  además  se  compadece  con  el de la legislación procesal  civil y comercial, y con el régimen de preferencias que allí  se  establece  (cf.  arts.  218  y  228 del C.P.C.C.N., por remisión del art. 520 del C.P.P.N.)"

La   inhibición   general   de  bienes  se  presenta  en  nuestro ordenamiento  procesal  como una medida subsidiaria al embargo, y resulta  operativa  -de  conformidad con lo dispuesto por el art. 518  del Código Procesal Penal de la Nación- ante la inexistencia o  insuficiencia  de  bienes en poder del cautelado, y por tanto, sólo  subsistirá  en  la medida que no sea plenamente garantizado el  monto fijado. Resulta claro, entonces, que su imposición solo puede  ser  entendida  como  consecuencia  del resultado negativo obtenido en oportunidad de la diligencia de embargo
. 
La jurisprudencia del fuero ha dejado establecido que, aún en los excepcionales casos en que corresponde decretar alguna medida cautelar de naturaleza patrimonial, es preciso observar precisos y específicos recaudos que fueron enumerados, a través de la Sala II, en la causa CFP 3017/2013/139/CA24, “Incidente de medidas cautelares – Top Air S.A. y otros s/apelación”, resolución del 20/9/2016
.
En definitiva, la restricción al derecho de propiedad impuesta judicialmente a quien está sometido a un proceso penal, debe adecuarse al debido proceso sustantivo, esto es, debe ser razonable. 
Y proporcional a los fines que persigue obtener.
La importancia que tiene para nuestro régimen jurídico la necesidad de asegurar el cumplimiento de los fines que persiguen alcanzar las disposiciones constitucionales y legales en materia penal en ningún momento debe prescindir de los postulados derivados de la presunción de inocencia, en cuya virtud el funcionamiento de las medidas cautelares en el proceso penal -sean las mismas restrictivas de la libertad ambulatoria, o bien de otras libertades y derechos constitucionales, tales como usar y gozar de bienes, en tanto a través de tales acciones se asegura el derecho a la vida, a la subsistencia, a la salud y al bienestar- ostenta particularidades muy específicas claramente ajenas al funcionamiento de las providencias precautorias en los procesos extra penales en general.
En efecto, el interés del Estado en asegurar la vigencia de la Ley y del Estado de Derecho, estableciendo un sistema normativo e institucional dispuesto para la aplicación de penas a aquellos que cometan delitos, encuentra un límite infranqueable en las normas del debido proceso legal que sólo autorizan la atenuación del principio de inocencia -a través de la aplicación de remedios interinos previos a la sentencia condenatoria- en determinados supuestos, en excepcionales circunstancias, y con definidos alcances. 
Del mismo modo funciona el instituto cautelar patrimonial en el proceso penal, puesto que aún cuando se trate de medidas que no afecten la libertad ambulatoria del imputado, está claro que privar a un justiciable del derecho de disponer de la totalidad de los bienes de su patrimonio (con los cuales naturalmente cuenta para su subsistencia, para la atención de su salud, para su propio bienestar y el de su familia, vale decir todos derechos básicos amparados constitucionalmente), mientras rige el principio de inocencia, de ningún modo puede ser justificado por el sólo hecho de que, eventualmente, sus bienes podrían ser decomisados, o bien alcanzados por indemnizaciones civiles derivadas de una hipotética sentencia condenatoria. 
Sobre todo cuando el ordenamiento civil ofrece soluciones normativas que permiten, en la medida en que sean ejercidas por quienes se encuentran legitimados al efecto, hacer cesar actos jurídicos otorgados para impedir la cancelación de obligaciones que eventualmente puedan emerger a partir del dictado de sentencias condenatorias (arts. 338, ss. y ctes., Código Civil y Comercial de la Nación).
La Sala I de la Excma. Cámara Federal de Apelaciones ha tenido ocasión de establecer cuáles son los recaudos que deben ser observados en forma previa a disponerse una medida cautelar respecto de personas imputadas en una causa penal
: 
Es preciso entonces que, en función de la pretensión aquí articulada, V.S. determine puntual y concretamente cuál es la responsabilidad -presunta por supuesto- que pretende asegurarse a través del dictado de una medida cautelar, y, sobre dicha base, razonable, objetiva y lógica, determinar la medida precautoria menos gravosa para nuestro asistido.
Deviene indisputable que, en tal sentido, no resulta suficiente para mantener la INHIBICION GENERAL DE BIENES dispuesta en perjuicio de este justiciable hacer mención a la constitución de una sociedad comercial en el extranjero por algunos miembros de la familia del Doctor BEN, sin que el Fiscal, ni V.S., demuestren siquiera sumariamente la existencia de alguna actividad financiera, o comercial, o jurídica, o patrimonial de dicha sociedad, o de sus socios, respecto de recursos o bienes provenientes de los hechos materia de pesquisa.
Sobre todo cuando V.S. ha reconocido que la causa es “compleja”, lo que en modo alguno puede justificar que, sin ingresar en contradicciones, se aluda a una verosimilitud del derecho lo suficientemente holgada como para abastecer semejante restricción al derecho de disponer de sus bienes de este cautelado.
Ello así especialmente por cuanto dicha complejidad no obedece al accionar de los imputados en estas actuaciones, sino a la naturaleza de las cuestiones que aparecen allí imbricadas, por tratarse ellas de derivaciones inherentes a sendas obras de gran envergadura, sumamente arduas, especialmente para los operadores jurídicos, frente a quienes se evidencia una realidad que excede nuestro conocimiento científico. 
Lo ocurrido con las contradicciones incurridas entre sucesivos informes presentados por la empresa AYSA, corroboran dicha complejidad que se proyectan incluso sobre los montos supuestamente involucrados en los hechos materia de investigación en la presente causa. 
Pero ninguna complejidad puede invocarse para justificar la adopción de una medida cautelar cuando ni el Ministerio Público ni el Juzgado de Primera Instancia han podido identificar siquiera una transferencia bancaria, o un movimiento financiero, o un desplazamiento patrimonial, que permita otorgar abrigo bastante a la hipotética e inexistente “ingeniería” financiera invocada en el decisorio en crisis. 
La inexistencia de aquel indicador conduce a escudriñar las constancias de la causa incorporadas al legajo hasta el día del dictado de la medida apelada, análisis que inexorablemente arroja como resultado que ni remotamente nos encontramos frente a un supuesto excepcional que autorice a aplicar la INHIBICION GENERAL DE BIENES en perjuicio de este imputado.
A todo lo cual debe agregarse otra cuestión de singular importancia que no ha sido siquiera ponderada en estas actuaciones: los hechos que resultan materia de pesquisa en la causa no dieron lugar, a varios años de su ocurrencia, a ninguna acción civil -ni en sede penal, ni en ningún otro fuero- dirigida por AySA -mucho menos por el Estado Nacional que sólo tiene los derechos derivados a su condición de accionista en dicha sociedad anónima- contra nuestro asistido, habiendo transcurrido largamente los plazos legales para el ejercicio de acciones orientadas a hacer efectivas responsabilidades de los directivos de aquella sociedad anónima, ya se les endilgue una gestión irregular, ya les pretenda atribuir la comisión de algún ilícito que dé lugar a responsabilidad civil.
De esa manera queda patentizada la ausencia de toda razón vinculadas a “futuras indemnizaciones” como causal para justificar la adopción de una medida cautelar en perjuicio de este justiciable.
14º) - Para el caso de que las pretensiones entronizadas a través de esta postulación procesal no sean receptadas por V.S., vengo a mantener el planteo del caso federal en los términos del art. 14, Ley 48, y en directo resguardo de los derechos y garantías contempladas en los arts. 14, 16, 17, 18, 19, 33, 43, 75 inc. 22, ss. y ctes., Constitución Nacional.
15º) - Por todo lo expuesto, solicito de V.S.:
A) Que tenga presentes las manifestaciones ampliatorias formuladas, integrándose las mismas a mi declaración indagatoria, conjuntamente con los anexos acompañados.
B) Que se disponga la producción de las diligencias probatorias requeridas en el presente.
C) Que se tenga presente la reserva efectuadas en el capítulo 14º) de esta postulación procesal.

Proveer de conformidad, SERÁ JUSTICIA.
DESCARGO DEL DR. CARLOS HUMBERTO BEN EN LA CAUSA 1614/2016.
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I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES SOBRE EL CONTEXTO EN CUYO MARCO HA SIDO PROMOVIDA LA DENUNCIA QUE DA ORIGEN A ESTAS ACTUACIONES.
En forma previa a analizar cada uno de los extremos que han sido mencionados en el decisorio de fs. 2740/2748 resulta preciso hacer unas breves consideraciones sobre el origen de la presente y su evolución hasta el día de la fecha.
La causa se origina en una denuncia anónima presentada el 16/2/2016, donde se describe una supuesta e inexistente “asociación ilícita” que este justiciable integraría con el Sr. BIANCUZZO y la Sra. DE LA FUENTE, atribuyéndome delitos presuntamente cometidos durante mi gestión como Presidente de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", empresa que habría manejado “setenta mil millones de dólares (u$s 70.000.000.000)”
, guarismo que habría sido utilizado, pago de sobreprecios mediante, por este imputado para su propio beneficio y el de sus supuestos amigos y testaferros.
Más de un año y medio más tarde, los hechos objeto de la presenta causa han mutado rotundamente; si bien se sigue focalizando la pesquisa en “la gestión” de este justiciable, la pesquisa no tiene por objeto analizar el destino de los invocados “setenta mil millones de dólares” sino que se investiga la forma en que se licitaron y se ejecutaron dos obras en particular, reservándose para una tramitación procesal autónoma la cuestión vinculada a cuatro empresas contratistas de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”.
Ninguna mención a “asociación ilícita” se mantiene (pese a lo cual la carátula no ha sido modificada).

La supuesta ilegal aplicación de fondos de AYSA S.A. ahora ha dado lugar a la investigación de obras que tienen como denominador común la participación, en sendas UTEs, de empresarios brasileños que fueran aludidos en investigaciones llevadas a cabo fuera de la República Argentina como responsables de delitos de sobornos a funcionarios públicos, insertándose en dicha hipótesis delictiva a lo ocurrido en la construcción de sendas obras por la firma AYUSA.

De ese modo, la causa “contra Ben” por el “manejo de 70 mil millones de dólares”, pasó a ser el “caso Odebrecht”. O al menos una de sus manifestaciones. 
Ya no se investiga, como lo he anticipado, el manejo de fondos a través de empresas ligadas, supuestamente, al Presidente de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”, sino el pago de sobornos de una empresa multinacional a favor de funcionarios públicos argentinos para la adjudicación de una obra que, en rigor de verdad, fue convocada, licitada, adjudicada y contratada por una empresa privada. 
Antes, el vector era BEN y “su gestión”; ahora, la directriz ser remonta hacia la firma Odebrecht y otros empresarios brasileños partiéndose de la siguiente premisa: toda obra donde haya participado una empresa brasileña mencionada en el caso “Lava Jato” debe presumirse como llevada a cabo para beneficiar a funcionarios públicos y para perjudicar al Estado Nacional, a través del pago de sobreprecios.

Todo sobre la base de informes elaborados a pedido de las actuales autoridades del Gobierno Nacional, lo que no sería malo en la medida en que ello haya sido corroborado por expertos o pruebas imparciales y objetivas.

Frente a semejante giro copernicano, cabe interrogarse si el siempre ansiado sano desenvolvimiento de las instituciones judiciales ha encontrado cauce en este proceso, puesto que en el año 2016, en una causa originada en una denuncia anónima, se ha comenzado a investigar de qué forma se licitaron sendas obras hace casi diez (10) años, lapso durante el cual no ha existido ningún tipo de denuncia contra AYSA, ni contra los funcionarios, ni contra las empresas, por la forma en que se llevaron a cabo las licitaciones, ni cómo se instrumentaron los contratos emergentes de las mismas.

Todo ello, reitero, sobre la base de informes provenientes de autoridades administrativas de la actual gestión de gobierno, enancadas en una profusa divulgación mediática, que sistemáticamente se ha orientado a consolidar en el imaginario social una suerte de condena mediática absolutamente infundada y oprobiosa. 
En efecto hasta el día de hoy aquello que ha sido “informado” en la causa, o bien lo que ha sido manifestado por “testigos”, así como el resultado de “allanamientos y secuestros”, no se ha corroborado a través del medio de prueba por excelencia para cuestiones ajenas a lo jurídico, vale decir la realización de pericias a cargo de ingenieros con especialidad para pronunciarse sobre la forma en que fueron llevados a cabo las obras materia de pesquisa, y de contadores públicos nacionales con aptitud científica e idoneidad para pronunciarse sobre las múltiples y complejas cuestiones económicas, financieras, monetarias, y de costos que se vienen ventilando, entiendo, con una insuficiente solvencia a lo largo de estas actuaciones. 
Se ha aplicado en la causa, al menos hasta, un amplísimo criterio para recibir elementos de prueba de dudosa utilidad (me refiero particularmente a la agregación de notas periodísticas, y a la consecuente citación como testigos de los periodistas que suscribieron las mismas), criterio que, sin embargo, hasta el día de hoy no ha sido hecho extensivo a las diligencias probatorias que, como en mi caso, he propiciado como parte de este proceso –lo soy desde que se me ha imputado, y con mayor fuerza desde que he sido alcanzado por una irrazonable medida cautelar, y ahora, plenamente, como indagado en esta causa-, todas las cuales han sido tenidas presente por V.S. pero evidentemente soslayadas a la hora de formar opinión sobre los hechos investigados en la causa.

En ese orden, si bien es sumamente importante preservar el valor de la libertad de expresión, y, específicamente, de la libertad de prensa, el hecho de que un periodista afirme algo en un diario o en una radio, en modo alguno puede ser apreciado como una medio de prueba válido si, luego, cuando es citado a declarar, no brinda el menor detalle apto para establecer la veracidad de tales afirmaciones; el hecho de que un testigo sea periodista de profesión no lo coloca al margen, ni por encima, de las reglas de valoración de la prueba que se deben aplicar en la apreciación de los testimonios rendidos en la causa.

De lo contrario, se está avalando esta suerte de círculo vicioso entre los dichos periodísticos que son empleados como medio de prueba, lo que origina el “avance de la causa”, que luego es recogido por aquellos medios de comunicación para reforzar la dimensión mediática de un expediente que siempre “está a un paso del juicio oral” o con “imputados cada vez más comprometidos” (casi condenados), y así sucesivamente; un expediente cuya complejidad requiere -además de allanamientos, secuestros, testimonios e “informes”- la producción de pruebas científicas, con intervención de las partes, en términos razonables, en forma documentada, de modo que, en un futuro no muy lejano, aquellos medios periodísticas puedan en definitiva pronunciarse sobre los resultados de la causa y no intervenir en su desarrollo como factores de generación de sólo aparentes pruebas.
Quizá sea saludable que la estructura de la Justicia se encuentre atenta a la promoción de acciones penales originadas en denuncias anónimas (más allá de lo que requiere la ley ritual como formalidad para que una denuncia sea considerada tal), pero lo que de ningún modo puede seguir avalándose, sobre todo cuando la prosecución de esta causa no sólo ha traído aparejada la inhibición general de bienes que me viene afectando gravemente en mi desenvolvimiento personal, laboral, económico y familiar, sino especialmente una gravísima afectación espiritual en cuanto a diario me veo alcanzado por citas periodísticas como “integrante de una asociación ilícita” por esta causa, es que la sustanciación de la misma continúe limitándose a testigos, o bien a informes de profesionales que pueden ser respetables pero que no han sido designados como peritos ni actúan con las responsabilidades propias de los mismos, o de material probatorio cuyo sólo secuestro no los constituye en prueba irrefutable, al menos hasta que el mismo sea materia de análisis por los expertos correspondientes. 
Sobre todo cuando, lo que es muy grave, una persona es citada a prestar declaración como testigo –o sea hasta ese momento no era “sospechado” de ser posiblemente un imputado en la causa- luego es citado a prestar declaración indagatoria, por el hecho de haber brindado en su testimonio una relación de los hechos diametralmente opuesta a la sostenida por el Ministerio Público Fiscal.
Me refiero al ex testigo y ahora co-imputado Donnoly.

Insisto entonces en que nadie puede cuestionar la aplicación de los más amplios criterios de admisión de la prueba en un proceso penal, pero lo que de ningún modo puede recibir abrigo jurisdiccional es el manejo arbitrario y caprichoso de elementos de prueba en sustento de una preordenada intención, puesto que la misión de los jueces es en primer lugar determinar la verdad de los hechos, y, luego, establecer los responsables de los mismos.

Ello es necesario e impostergable, en línea con cada una de las postulaciones que he hecho en esta causa desde el mismo momento en que he tenido posibilidad de conocer su existencia y contenido, aportando no sólo toda la información a mi alcance, sino documentos indubitados que permiten conocer la realidad de los hechos, los que efectivamente son complejos, pero no por ello ilícitos. 
En los capítulos que siguen habré de desarrollar los argumentos que, rectamente apreciados y sobre la base de pruebas producidas pero especialmente por las pruebas que se encuentran aún pendientes de producción, habrán de confirmar que corresponde desvirtuar dicho estado de sospecha.

II. NATURALEZA JURÍDICA DE LA EMPRESA CONCESIONARIA "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.".
II. 1. La –errónea- calificación de AYSA como empresa estatal regida por normas de Derecho Público a la luz de las imputaciones sostenidas tanto por V.S. como por el Ministerio Público Fiscal.

La imputación descripta en el decisorio de fs. 2740/2748 hace referencia, reiteradamente, al supuesto perjuicio ocasionado al Estado Nacional como consecuencia de los sobreprecios que habría traído aparejada la ejecución de las obras llevadas a cabo para la construcción de la PLANTA POTABILIZADORA JUAN MANUEL DE ROSAS y de la PLANTA DE PRETRATAMIENTO CLOACAL DE BERAZATEGUI.
Obras cuyos precios fueron abonados por la empresa "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.".
En igual sentido V.S., y especialmente el Ministerio Público Fiscal, se inclinaron por calificar los actos y procedimientos llevados a cabo por la razón social "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", como “actos administrativos” regidos por la legislación específica que gobierna el desenvolvimiento de la Administración Pública Nacional.
En efecto, las imputaciones promovidas por el Dr. DELGADO, pretenden sustentarse en que, a criterio del Ministerio Público Fiscal, los hechos investigados en la causa obedecen al accionar de “funcionarios públicos” decididos a utilizar sus cargos para cometer delitos, a través de expedientes administrativos y de un modelo de contratación estatal irregular, “en perjuicio de las arcas públicas”.
Hizo mención también el Dr. DELGANO, en la misma sintonía, a que tales hechos vulnerarían el “régimen de los certificados de obra pública”, que resultaría aplicable al caso como consecuencia, en el erróneo entendimiento de la Fiscalía actuante, acerca de que "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." se trataría de una empresa estatal de servicios públicos.
II. 2. La real naturaleza jurídica de AYSA S.A. a la luz de la normativa vigente al momento de los hechos que se mantiene al día de la fecha.
En sucesivas presentaciones efectuadas por mis letrados defensores, a través de puntuales referencias al régimen jurídico que gobierna -desde su constitución hasta el día de la fecha- a la firma "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", se ha documentado en esta causa que ni AYSA S.A. resulta una “empresa del Estado”, ni sus directivos y agentes son ni fueron “funcionarios públicos” sometidos, en lo que concierne a las contrataciones llevadas a cabo por dicha sociedad comercial, a las normas que rigen en el ámbito de la Administración Pública nacional, si sus actos resultan propios de la misma.
Ello en función de lo normado en las leyes 19.550, 26.100 y 26.221, en el Decreto PEN N° 304/06, en el Código Civil y Comercial de la Nación y en las normas reglamentarias y complementarias dictadas al efecto.
Es que dicha razón social, como lo viene sosteniendo esta parte, se trata de una sociedad anónima que tiene como particularidad la de ostentar como accionista principal al Estado Nacional, lo que en modo alguno modifica la naturaleza jurídica de una persona jurídica inscripta en la Inspección General de Justicia, con personal regido por la ley de contrato de trabajo y con normas propias en materia de elaboración, celebración y ejecución de contratos. 
Las aseveraciones efectuadas en la causa  -reitero, tanto por V.S. como por el Ministerio Público Fiscal- sobre la naturaleza jurídica de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", exhiben, así, no se compadecen con la legislación que rige la materia -no sólo el vigente ahora, sino el que imperaba al momento en que se verificaron los hechos de la presente causa-.

AYSA no es una empresa del Estado, ni es una sociedad del Estado, ni es una sociedad con participación mayoritaria del Estado en los términos de la ley 19.550, ni integra la Administración Pública Nacional. 

Es una empresa regida por el Derecho Privado que celebró un contrato de concesión con el Estado Nacional para prestar el servicio suministro de agua potable y tratamiento de desechos cloacales en Capital Federal y 17 partidos del Gran Buenos Aires, en similares términos, desde el punto de vista de su objeto, al que vinculaba al Estado Nacional con la firma privada “AGUAS ARGENTINAS”.
II. 3. La naturaleza jurídica de AYSA a la luz de los antecedentes que precedieron a su conformación y de las normas que originaron su constitución y puesta en funcionamiento.
Sabido es que en el año 1993, tras la privatización de Obras Sanitarias de la Nación, el servicio de agua potable en la Argentina fue privatizado, concediéndose la explotación de dicho servicio público a una empresa también privada (“AGUAS ARGENTINAS S.A.”).
Tras 13 años de actuación de dicha empresa, se dispuso el cese de esa concesión, encomendándose la prestación del referido servicio público a una sociedad anónima creada por el Decreto 304/2006, ratificado por ley 26.100.
Dicho reglamento de necesidad y urgencia dispuso la constitución de una sociedad anónima con el objeto de prestar el servicio de agua potable y de desagües cloacales en el área concesionada, es decir, Capital Federal y 17 partidos de la provincia de Buenos Aires, denominada "Agua y Saneamientos Argentinos S.A." 

Quedó establecido allí que la nueva sociedad habría de regirse por las normas y principios de Derecho privado, no siéndole aplicables los regímenes de procedimientos administrativos, de contrataciones del Estado, de obras públicas ni, en general, normas o principios de Derecho Administrativo, salvo las de control que establece la Ley de Administración Financiera 24156. En la misma línea, se determina que las relaciones con el personal se regirán por la Ley de Contrato de Trabajo 20744 (t.o. 1976, ALJA 1976-A-128) y los convenios colectivos celebrados con las asociaciones gremiales representativas de dicho personal (arts. 11 y 8).

Quedó así establecido un particular régimen jurídico de esa sociedad comercial, regida por las normas del Derecho privado, con expresa exclusión de los regímenes de procedimientos administrativos, de contrataciones del Estado, de obras públicas y, en general, de normas o principios de Derecho Administrativo.

Los considerandos del Decreto 304/2006 desmienten categóricamente el razonamiento sobre el que se erige la imputación sostenida por el Ministerio Público Fiscal y, por ahora, mantenida por V.S.

Dichos considerandos, reproducidos íntegramente en anteriores presentaciones de esta parte, permiten corroborar que las afirmaciones del Dr. DELGADO son absolutamente desafortunadas a la hora de calificar a los responsables de AYSA como  “funcionarios del Estado”, y a sus actos como “administrativos”, como si AYSA formase parte o hubiese formado parte de la Administración Pública estatal, desconociendo las diferencias entre una empresa del Estado (como lo era ENTEL, por caso) y una sociedad anónima donde el Estado es meramente accionista (como Aerolíneas Argentinas S.A. o AYSA S.A.). 
Como consecuencia de ello, AySA no ha dictado, ni dicta ACTOS ADMINISTRATIVOS, ni es una empresa del Estado, ni sus recursos son del Estado, ni sus deudas son del Estado, ni sus directivos son funcionarios públicos. 

Vale decir que a través del Decreto 304/2006 y sus normas ratificatorias se creó una sociedad anónima que reemplazó a otra en la concesión de un servicio público, con la particularidad de que la mayoría del capital es integrado por el Estado, dando origen a un patrimonio distinto y separado del Estado Nacional.
Todo ello quedó reflejado en el Acta Constitutiva y los Estatutos Societarios de AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS SOCIEDAD ANONIMA
 aprobados en el artículo 3 de dicho Decreto, que también dispuso la inscripción de AYSA S.A. ante la INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA y demás Registros Públicos pertinentes (art. 6, Decr. Citado).
Como puede observarse, AYSA S.A. tiene un régimen propio que la margina de cualquier juicio de valor que pueda formularse a partir de la aplicación de las normas, principios y procedimientos propios del Estado como tal.  
Todo ello ha quedado perfectamente explicado a lo largo del debate parlamentario que precedió, en el Honorable Congreso de la Nación la sanción de la legislación a través de la cual se ratificaron los Decreto 304/06 -sobre constitución de Agua y Saneamientos Argentinos Sociedad Anónima- y 373/06, sobre modificación del Decreto 304/06.
Ello puede comprobarse con el repaso de las distintas opiniones vertidas a lo largo del debate legislativo que precedió a la sanción de la ley que ratificó los Decretos del Poder Ejecutivo Nacional antes referidos, a través de los discursos de los legisladores SNOPEK
, CARRIO
, GIUBERGIA
, CAMAÑO
, TONELLI
, POGGI
, y ZIMMERMANN
.
De modo entonces que, más allá del sentido -favorable o desfavorable- de las opiniones emanadas de los legisladores intervinientes acerca del proyecto de Ley por ellos analizado, queda demostrado de manera evidente y fehaciente que los Decretos del Poder Ejecutivo convalidados por el Honorable Congreso de la Nación consagraron la creación de una sociedad anónima regular -ni siquiera una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria como la regida en los arts. 308/312, Ley de Sociedades Comerciales-, ajena por ende a las estructuras de la Administración Pública estatal.
II. 4. La naturaleza jurídica de AYSA en la opinión de la AUDITORIA GENERAL DE LA NACIÓN.
Dentro de los informes oficiales de los que se ha valido V.S. para sostener la imputación dirigida en mi contra se encuentra el expedido por la AUDITORÌA GENERAL DE LA NACION.

Sin embargo, el hecho de que la Auditoría General de la Nación (AGN) haya efectuado informes relativos al funcionamiento de AYSA en absoluto modifica la naturaleza jurídica de dicha empresa privada, puesto que aquella actuación de la Auditoría General de la Nación guarda relación con la competencia que dicho órgano tiene según el Estatuto de AYSA. 
En las auditorías de AGN se caracteriza a AySA en línea coincidente con lo expuesto precedentemente.
Así, por caso, en la Resolución N° 165/16 (Actuación AGN N° 329/14) se refiere lo siguiente:
“ 3.1 Generalidades:  
A través del Decreto N° 304/06, ratificado por Ley N° 25.100, se dispuso la constitución de la sociedad “Agua y Saneamientos Argentinos SA; en la órbita de Secretaría de Obras Públicas del MINPLAN bajo el régimen de la Ley N° 19.550 de Sociedades Comerciales (sección V) … La misma norma excluyó a AySA del ámbito de las leyes de Procedimiento Administrativo, de Obras Públicas y del Régimen de Contrataciones del Estado …”.
Luego agrega: 
“La Norma General aplicable a la gestión de obras de la empresa, y sin perjuicio de las disposiciones de cada pliego en particular, es el “Manual de Procedimientos” de gestión de contrataciones de obras, bienes y servicios”,  aprobado por el Directorio de la empresa el 27/09/07 y sus versiones y revisiones posteriores.  El anexo 12 del manual es el “Pliego de bases y condiciones generales para licitaciones y concursos de precios para la contratación y ejecución de obras.
Asimismo, AySA dictó un instructivo de certificación de excedidas, adicionales y ampliaciones que rige el procedimiento y requisitos a cumplimentar para certificar ese tipo de partidas, así como las ampliaciones de obra.”
Expresamente, el documento indica que el procedimiento “se aplica a la certificación de partidas excedentes, adicionales y ampliaciones de obra cuya valorización económica no excedan el 30 % del monto del Contrato de obra  (Manual de Procedimientos de Gestión de Contrataciones de Obras, Bienes, y Servicios, Anexo 10 Instructivo Tolerancias)”.
II. 5. La naturaleza jurídica de AYSA a la luz de la normativa establecida en el Código Civil y Comercial de la Nación.
La naturaleza jurídica de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." se encuentra a su vez perfectamente alcanzada por las normas del Código Civil y Comercial, cuyos arts. 145 a 149 establecen:
“ARTICULO 145.- Clases. Las personas jurídicas son públicas o privadas.
“ARTICULO 146.- Personas jurídicas públicas. Son personas jurídicas públicas:
a) el Estado nacional, las Provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los municipios, las entidades autárquicas y las demás organizaciones constituidas en la República a las que el ordenamiento jurídico atribuya ese carácter;
b) los Estados extranjeros, las organizaciones a las que el derecho internacional público reconozca personalidad jurídica y toda otra persona jurídica constituida en el extranjero cuyo carácter público resulte de su derecho aplicable;
c) la Iglesia Católica.
“ARTICULO 147.- Ley aplicable. Las personas jurídicas públicas se rigen en cuanto a su reconocimiento, comienzo, capacidad, funcionamiento, organización y fin de su existencia, por las leyes y ordenamientos de su constitución.
“ARTICULO 148.- Personas jurídicas privadas. Son personas jurídicas privadas:
a) las sociedades;
(…)
i) toda otra contemplada en disposiciones de este Código o en otras leyes y cuyo carácter de tal se establece o resulta de su finalidad y normas de funcionamiento.
ARTICULO 149.- Participación del Estado. La participación del Estado en personas jurídicas privadas no modifica el carácter de éstas. Sin embargo, la ley o el estatuto pueden prever derechos y obligaciones diferenciados, considerando el interés público comprometido en dicha participación.
ARTÍCULO 150.- Leyes aplicables. Las personas jurídicas privadas que se constituyen en la República, se rigen:
a) por las normas imperativas de la ley especial o, en su defecto, de este Código;
b) por las normas del acto constitutivo con sus modificaciones y de los reglamentos, prevaleciendo las primeras en caso de divergencia;
c) por las normas supletorias de leyes especiales, o en su defecto, por las de este Título.
Las personas jurídicas privadas que se constituyen en el extranjero se rigen por lo dispuesto en la ley general de sociedades.”
Claramente el Código Civil y Comercial establece qué debe entenderse por personas jurídicas privadas, dejando establecido que la participación del Estado en las mismas no modifica el carácter de ellas, las que en consecuencia quedan regidas por las normas específicas que gobiernan su funcionamiento y no por normas del Derecho Público.
"AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." no es el Estado Nacional, ni es una entidad autárquica, ni ha sido definida en la normativa que dispuso su creación como una sociedad estatal.
Se trata de una persona jurídica privada que tiene la particularidad de tener como integrante titular de acciones al Estado Nacional, lo que, de conformidad a lo establecido en el art. 149, CCyCN, no altera la naturaleza jurídica de la entidad.  
II. 6. Apreciación conclusiva sobre la naturaleza jurídica de AYSA y sus efectos sobre los hechos investigados en la causa.
De lo expuesto en los acápites que anteceden se deriva que los directivos de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." no revisten la condición de funcionarios públicos, no administran ni disponen de recursos públicos, sino de bienes propios de una empresa privada, ni se encuentran alcanzados por la obligación ni el deber de observar el cumplimiento de las normas de contratación que rigen para la Administración Pública Nacional ni las empresas del Estado, lo que debe ser tenido indisputablemente en cuenta a los fines de hacer efectivas responsabilidades legales propias del ejercicio de sus funciones societarias.
Funcionario público es aquél que participa o cumple una función pública, en el sentido que le da el Derecho Administrativo. 
Una persona participa del ejercicio de funciones públicas si el Estado ha delegado en ella, de modo exclusivo o en participación con otros, la facultad de expresar o ejecutar la voluntad estatal en el ámbito de cualquiera de los tres poderes del gobierno, ya sea nacional, provincial o municipal.
Su creación por transformación fue dispuesta por el Estado, pero sus directores, miembros del consejo de vigilancia y síndicos, son designados según la normativa de la ley de sociedades y no revisten el carácter de funcionarios públicos, vale decir que ostentan el emplazamiento propio de directivos de una sociedad comercial.
AYSA  -tal como ha quedado expresado en el acta transcripta en el acápite IV. 3 del presente- designa su Directorio y sus Síndicos mediante la celebración de una Asamblea Ordinaria.
Se remueven sus autoridades por las causas y mediante los procedimientos de la Ley de Sociedades Comerciales.
La Asamblea de AYSA aprueba sus balances y la gestión de los directores.
La Asamblea extraordinaria de AYSA es la que aprueba las modificaciones al Estatuto -en caso de ser necesario-, o los aumentos de capital.
"AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." paga todos los impuestos provinciales y nacionales del mismo modo que todas las sociedades comerciales regidas por el Derecho Privado.
El control de toda la documentación societaria de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." es efectuado en primer lugar por su Comisión Fiscalizadora y por la Inspección General de Justicia como en el resto de las sociedades comerciales.
Así lo fue, naturalmente, durante todo el desempeño de este justiciable como Presidente del Directorio de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.".
Considerar que eran aplicables las leyes administrativas, tanto de obras públicas como de procedimientos administrativos ante una legislación pacífica, específica, precisa y contundente en contra, constituye una verdadera confusión de enfoque legal sobre la normativa aplicable a las sociedades privadas en general y a AySA en particular.
Se trata de un error esencial y dirimente, porque, como se verá en el capítulo VI del presente, de dicho desacierto derivan otros mucho más graves, como lo son las calificaciones legales de los hechos investigados y el enfoque de los actos jurídicos reprochados como ilegales sobre la base de un marco jurídico inaplicable al caso.
III. EL FINANCIAMIENTO DE LAS OBRAS CORRESPONDIENTES A LA PLANTA POTABILIZADORA JUAN MANUEL DE ROSAS Y A LA PLANTA DE PRETRATAMIENTO CLOACAL DE BERAZATEGUI.
El desacertado enfoque que se viene sosteniendo en esta causa, en orden a considerar que los hechos investigados deben ser calificados como delitos contra la Administración Pública, cometidos por funcionarios públicos y contratistas, no sólo resulta erróneo por lo expuesto en el capítulo IV de este descargo. 

A ello cabe agregar que el financiamiento de las obras referidas en el epígrafe se llevó a cabo con fondos integrantes del activo de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", los que fueron obtenidos por dicha sociedad anónima a través de contratos que celebró con instituciones oficiales, lo que en modo alguno modifica la naturaleza jurídica de los fondos así aplicados, los que, reitero, son de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." y no del Estado Nacional.

Es que aquellas obras fueron solventadas con fondos provenientes de las siguientes operaciones de financiamiento:

El 3 de diciembre de 2007 se firmó un contrato de mutuo con la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) por un financiamiento de ochocientos noventa millones de pesos ($ 890.000.000) para ser aplicados a las obras Planta Paraná de las Palmas y Planta Berazategui.
Dichos fondos fueron depositados en una cuenta específica de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." en el Banco de la Nación Argentina, en una imposición que permitió la capitalización de intereses y, de ese modo, la ampliación de los fondos disponibles para dicho fin.
Se trata de un financiamiento en pesos, a un plazo de diez (10) años incluyendo dos (2) años de gracia para el capital e intereses, a un costo financiero equivalente a la tasa BADLAR más 300 bp.
El total del financiamiento ANSES fue para ser aplicado a la ejecución de las Obras Planta Paraná de las Palmas y Berazategui. 
El día 10 de noviembre de 2008 se firmó el Contrato de Fideicomiso de Administración entre AySA y Nación Fideicomisos S.A. para la administración de los fondos destinados a la ejecución de las Obras Planta Paraná de las Palmas y Planta Berazategui. 
Los fondos del financiamiento BNDES no se canalizan a través del Fideicomiso, sólo se registran para llevar un control global de la obra.
El financiamiento BNDES está enmarcado en el Convenio de Crédito Recíproco de ALADI (CCR) y con la cobertura del seguro de crédito a las exportaciones ofrecido por Brasil a través de la Secretaría de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda. 
Para poder operar en el marco del CCR requerido por el financiamiento BNDES, AySA debió solicitar la apertura de Cartas de Crédito en el Banco de la Nación Argentina (para bienes y para servicios). 
A través de Resolución N° 4169 del Banco de la Nación Argentina, con fecha 4 de Diciembre de 2008, dicha entidad dispuso acordar la apertura de la carta de crédito de importación sobre bienes y servicios de origen brasileño enmarcado en el Financiamiento del Banco Nacional de Desarrollo de Brasil (BNDES) para la ejecución de las obra Planta Paraná de las Palmas. 
En anexo se realiza una descripción del proceso de financiamiento ANSES, BNDES, Fideicomiso y Crédito Fiscal de IVA anticipado. (Ver Anexo Documental adjunto. 

IV. CONSECUENTE RECALIFICACIÓN DE LOS HECHOS.
Surge en consecuencia de lo expuesto en los capítulos IV y V de este descargo que los supuestos perjuicios que se habrían ocasionado como consecuencia de la licitación y ejecución del contrato de construcción de las obras de la PLANTA POTABILIZADORA JUAN MANUEL DE ROSAS y de la PLANTA DE PRETRATAMIENTO CLOACAL DE BERAZATEGUI en modo alguno han ocasionado un perjuicio al erario público, ni han sido llevadas a cabo por funcionarios públicos, ni han involucrado manejo alguno de funciones públicas del Estado Nacional.
Dichas erogaciones fueron afrontadas con recursos de AYSA para la construcción de obras que en definitiva han ampliado el patrimonio de AYSA afectado a la prestación de un servicio público esencial.
Estas plantas incorporadas a los servicios han resuelto la problemática sanitaria a millones de personas.
Por ello cobra entidad la necesidad de recalificar los hechos en función del debido encuadre de los mismos en función lo establecido en el Código Penal.
El Código Penal establece en su art. 77: "Por los términos "funcionario público" y "empleado público", usados en este código, se designa a todo el que participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas sea por elección popular o por nombramiento de autoridad competente".
Es clara la remisión que se hace a la actividad que desempeña la persona toda vez que para ser funcionario público debe participar o llevar adelante una función pública. De allí la necesidad de profundizar un poco más sobre este punto.
Es clara la redacción e intención del legislador cuando menciona —en lo que nos interesa directamente- no a los miembros del directorio de una Sociedad Anónima privada, en la nomenclatura del Código Civil y Comercial, cuya naturaleza jurídica no se ve modificada por el hecho de que uno de sus socios sea el Estado Nacional.
Estos son los tópicos relevantes para considerar en cada caso si nos encontramos ante un funcionario público o no.
Así lo tiene dicho la Excma. Cámara de Acusación de la provincia de Córdoba al sostener que "Corresponde señalar como primera cuestión que le asiste razón a la defensa en cuanto al hecho de que el Banco de la Provincia de Córdoba ya no es parte de la Administración Pública por cuanto fue transformado en una Sociedad Anónima de la que el Estado Provincial sólo posee la mayoría accionaria. Ello impide que el delito aquí achacado al imputado lo sea a tenor del art. 174 inc. 5º del CP, siendo suficientes los argumentos proporcionados por la defensa para llegar a esta conclusión, a los que me remito en honor a la brevedad. Como consecuencia, en lo que respecta al cambio de calificación legal sobre esta cuestión corresponde hacer lugar al planteo defensivo…" (Cámara de Acusación in re: "Brizio, Gerardo Gabriel p.s.a. fraude en perjuicio de la administración pública", Expte. B-11/13, SACM n° 1062568- febrero 2014).
No estamos en presencia -para el caso de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A."- de directivos de Sociedades del Estado ni Empresas del Estado.
V. LOS ACTOS Y PROCEDIMIENTOS DIRIGIDOS A SELECCIONAR LOS COCONTRATANTES DE "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." FUERON PLENAMENTE LEGÍTIMOS Y EN ABSOLUTO CONSTITUYEN UNA “PUESTA EN ESCENA”.
V. 1. En el decisorio de V.S. de 2740/2748 se ha sostenido que las obras correspondientes a la construcción de la PLANTA POTABILIZADORA JUAN MANUEL DE ROSAS y de la PLANTA DE PRETRATAMIENTO CLOACAL DE BERAZATEGUI fueron llevadas a cabo tras la realización de un procedimiento previamente direccionado, en el marco de acuerdos previos, a punto tal de calificarse los trámites licitatorios como una suerte de “mise-en-escene”.
Ello no se ajusta a la verdad en absoluto.
V. 2. Es que los procedimientos llevados a cabo desde la elaboración de los pliegos correspondientes hasta la adjudicación de las obras y consecuente firma de los contratos respectivos, observaron cabalmente las normas específicas que, por entonces y actualmente, gobernaban el funcionamiento de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.".

Ello se corrobora fácilmente ni bien se aprecia el contenido del texto de sus bases y condiciones en tanto allí no se exigen marcas, no se requieren patentes, no se solicita una tecnología específica ni un método constructivo en particular, y no se supedita la adjudicación a la existencia de un financiamiento.
No existió direccionamiento alguno. 

Se establecieron allí los recaudos técnicos genéricos que debían observar los oferentes, en un todo d acuerdo con las normas que regulaban –y regulan actualmente- los procedimientos de contratación de la empresa “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”.

Un direccionamiento del procedimiento licitatorio podría endilgarse a un pliego donde, por caso, se hubiese requerido equipamiento con o sin marca pero con una característica única, o bien solicitado una tecnología particular de manera tal de posicionar una empresa o subcontratistas o proveedores que incidieran en forma determinante, o, en otra hipótesis, exigido una tecnología de potabilización con marca registrada o elementos al que tiene acceso o privilegio una empresa o un fabricante asociado.

Nada de ello ocurrió en este caso. Se otorgó a favor de cualquier interesado en participar en el proceso licitatorio absoluta y total libertad tecnológica, de provisión y ejecución, de materiales y equipamiento.

V. 3. Lo que aparece corroborado no sólo por los mismos testigos sobre los cuales se ha apoyado la imputación dirigida en mi contra (el caso del Ing. Guitelman), sino por los informes de la SIGEN (el caso de la Contadora SILVANA GENTILE, que también declaró en la causa en fecha 25 de abril del año en curso). 

Dicha profesional, tras recabar diversos informes de la misma empresa AYSA, los que fueron proporcionados por las actuales autoridades de dicha empresa, arribó a la siguiente conclusión:

“Los análisis de precios de cada partida pueden considerarse RAZONABLES y su TRASLADO a la planilla de cotización de precios ES LA QUE PERMITE OBTENER EL MONTO OFERTADO”. 

“En base a lo reseñado podemos concluir que NO FUERON OBSERVADOS APARTAMIENTOS AL PROCEDIMIENTO VIGENTE EN EL PROCESO DE CONTRATACIÓN DE REFERENCIA con las recomendaciones que efectúo oportunamente la comisión fiscalizadora actuante y las justificaciones requeridas.  La Comisión Fiscalizadora sustentó fundamentalmente en los informes y dictámenes emanados de los sectores técnicos competentes de la fiscalizada que CONCLUYEN que el procedimiento SE AJUSTÓ A LA NORMATIVA VIGENTE.”
Ello no surge de una simple “apreciación” de los datos disponibles; los valores en cuestión responden al análisis de 2300 precios de rubros involucrados en la licitación. 
Por lo demás, NO HUBO NINGUNA PRESENTACIÓN, RECLAMO, SOLICITUD O PROPUESTA DIFERENTE O IMPUGNACIÓN A LOS CONCURSOS, que pudiera advertir alguna situación anómala o irregular.

V. 4. En la auditoría realizada por la Auditoría General de la Nación de fecha 27 de noviembre de 2013 se expresa idéntica conclusión:

“El concurso público para la contratación de la obra fue realizado en el marco de lo dispuesto por el manual de procedimientos de gestión de AySA…”
Esta misma conclusión fue ratificada por el Cdor. Horacio Héctor Pignataro el 4 de mayo de 2017 en testimonio ante V.S., quien declaró en representación de la Auditoría General de la Nación.
Del testimonio del Ing° Carlos M. Donnoli surge que él, junto con un equipo profesional de AySA elaboró el proyecto de la “Planta Paraná de las Palmas” (Planta Potabilizadora “Juan Manuel de Rosas” de Tigre) y que ese proyecto coincide con el licitado.
O sea no sólo nos hallamos ante un pliego que se ajusta a las normas de la empresa licitante, sino que además su contenido fue suministrado por las áreas técnicas estables de la empresa, sin ningún tipo injerencia de este justiciable, ni de ninguna otra autoridad institucional de la empresa. 

En el caso de Planta Depuradora Berazategui, el mismo fue realizado por un consultor para Aguas Argentinas y ratificado  técnicamente y formalmente por el Banco Mundial
.
Vale decir que se trataba de un pliego que había sido elaborado desde años atrás, cuando la concesión del servicio de agua estaba en cabeza de la firma “AGUAS ARGENTINAS S.A.”
Y no sólo se trataba de pliegos licitatorios debidamente elaborados de conformidad a la normativa aplicable, sino que, además, dichos documentos formaban parte del plan que AySA había elaborado y que contempla múltiples inversiones de diversa índole y dimensión, a través de otras obras, todas ellas dirigidas a mejorar la prestación del servicio público encomendado a dicha empresa.
V. 5. Se trata entonces de un accionar previa y públicamente elaborado y difundido, sin ningún tipo de esquicio para que, en su programación y desarrollo, pueda siquiera inferirse la existencia de designio delictivo alguno.

En efecto, a través de la nota de AySA Nº 11.916/06 se remitió a la Subsecretaría de Recursos Hídricos el Plan de Acción de la Sociedad que contemplaba: la planificación de obras de la empresa en el período 2006/2020, las unidades físicas involucradas, cuestiones tarifarias, el Plan Quinquenal 2007/2011, los indicadores de servicios, ingresos, inversiones y financiamientos. 
Y allí, ya entonces, estaban descriptas, entre otras múltiples obras, las siguientes:
A.
3- Planta Tigre y Acueductos- 1900M$- Financiación AySA.

Extraconcesión-800M$- Financiación BID2-

C.1- Sistema Riachuelo- 

-Emisario Capital- 1300M$- Financia BIRF -

-Planta Riachuelo- 850M$- Financia BIRF-

-Colector Margen Izquierdo- 1100M$- Financia BIRF-

-Interceptores- 1300M$- Financia BIRF-

-Planta Berazategui- 730M$- Financia AySA-

-Emisario Berazategui- 1000M$- Financia AySA-

Como consecuencia de ello, las obras que son materia de investigación en la presente causa no fueron alcanzadas entonces por LICITACIONES MELLIZAS deliberadamente pergeñadas con un propósito delictivo, sino que formaban parte de un conjunto de obras, algunas de ellas que ya venían siendo evaluadas antes de que AYSA exista siquiera, por lo que queda absolutamente desvirtuada la descalificación formulada tanto por el Ministerio Público Fiscal como por V.S.

Así fueron planificadas, quedando su ejecución concreta diferida para la oportunidad en que, en cada caso, existió el financiamiento concreto necesario para su realización.
La Planta Depuradora de Berazategui la había proyectado técnicamente Aguas Argentinas, pues se trataba de un emprendimiento comprometido anta la Corte Suprema de la Nación ante un reclamo de la comunidad y el Municipio de Berazategui, en los autos caratulados “Municipalidad de Berazategui c/ Aguas Argentinas S.A. s/ ordinario”, expediente 1694/01, a raíz de una sentencia pronunciada por la Sala II de la Excma. Cámara Federal de Apelaciones de La Plata.
Su concepción y necesidad se conocía desde años antes de su efectivo llamado, para contratar, circunstancia que testimonió el propio Ing. Carlos Donnoli cuando informó que había dirigido el equipo que proyectó la Planta Tigre y que Berazategui la había realizado antes una consultora (se trata de Degremont vinculada al anterior concesionario).

En el caso específico de Tigre, más de un año antes de su licitación ya se habían recibido los terrenos para ejecutar la planta planificada en 2006 y se difundió a pocos días de crearse AySA como hemos visto.

V. 6. Y en el caso concreto de las obras que son materia de análisis en esta causa, sus pliegos de bases y condiciones fueron girados públicamente a las reparticiones competentes de la autoridad concedente (Subsecretaría de Recursos Hìdricos y a APLA), para que se pronuncien dichos documentos.
Idéntica información se suministró públicamente a otras reparticiones; así es que cuando mediante NOTA DP Nº 11.370 de fecha 3 de septiembre de 2008 el Defensor del Pueblo de la Nación solicitó información sobre las obras materia de la presente causa, se le contestó a dicho órgano de la Constitución mediante NOTA AySA Nº 73.972 de fecha 6 de octubre de 2008 respondiendo los 11 puntos planteados por la Defensoría del Pueblo. 
En efecto, la Defensoría General de la Nación solicitó en dichas actuaciones información sobre el desarrollo del trámite licitatorio, requerimiento que fue en tiempo e íntegramente contestado por "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.".

Se informó quienes eran los oferentes y se indicó EXPRESAMENTE QUE AÚN NO SE HABÍAN ADJUDICADO DE MANERA TAL QUE SI HUBIERA ALGÚN COMENTARIO QUE PLANTEARA ALGUNA DUDA O REQUIRIERA PROCEDER EN CONSECUENCIA ANTES DE LA ADJUDICACIÓN, ello evidentemente hubiese ejercido incidencia en el trámite, cosa que no ocurrió en absoluto. 

Se dieron a conocer también allí los presupuestos de la obra y sus modificaciones, así como los montos de contratación financiados, si se adjudicaban las obras con la financiación propuesta.

Siempre se hizo saber, tanto a la Defensoría General de la Nación, como se manifestó, cada dato y cada situación con total transparencia.  Se respondió a cada Organismo o estamento de control interno o externo, cada inquietud u observación o consulta.

Como sucedió durante el proceso, después tampoco se recibió ninguna denuncia, reclamo o solicitud que advirtiera irregularidad alguna y los procesos continuaron conforme las normas vigentes en "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", tal como lo destacaron SIGEN y AGN entre otros.
Toda esa información se brindó antes de la adjudicación de los contratos, no recibiéndose ningún tipo de objeción ni de reparo.
V. 7. A lo que cabe agregar que los detalles de la convocatoria a licitación y de los documentos empleados como base para la adjudicación de las obras también fueron ampliamente difundidas en los medios de comunicación (sólo a guisa de ejemplo cito los casos de las publicaciones efectuadas el día 31 de marzo de 2006 en los Diarios EL CRONISTA, CRONICA, CLARIN y DIARIO POPULAR, el día 1º de abril de 2006 en el Diario CLARIN, el día 9 de octubre del mismo año en el Diario EL CRONISTA, el día 11 de octubre de 2006 en CLARIN, y el día 13 de octubre de 2006 en los diarios INFOBAE, LA NACION, PAGINA 12, CLARIN y AMBITO FINANCIERO.
V. 8. Contrariamente a lo sostenido por el Ministerio Público Fiscal la divulgación y conocimiento de los planes u obras no implica direccionamiento del procedimiento licitatorio ni favorecimiento a ningún interesado en participar del mismo.

Sobre todo cuando, como en el caso, cada etapa del trámite licitatorio fue materia de difusión oficial, en forma absolutamente pública y transparente, observándose siempre las normas que regulan el funcionamiento de la AYSA.
Precisamente la difusión de los planes de obras, de los proyectos de contrataciones, resulta absolutamente lógico y necesario en relación a las obras importantes, en la medida en que ello facilita la búsqueda de financiamiento, el interés de mayores y más calificados oferentes, y la vocación de inversores orientada a participar en el procedimiento, a través de interacción de cámaras empresarias, bancos públicos y privados, proveedores, y hasta subcontratistas para cierta clase de trabajos.

Esa difusión precisamente es la mecánica que tiende a impedir cualquier direccionamiento en la contratación, en la medida en que la divulgación del procedimiento licitatorio abre el mismo a la mayor participación de interesados.
Y en ese amplio marco de difusión de los documentos correspondientes al procedimiento de selección de los contratistas de AYSA, en relación a las obras investigadas en esta causa, se encuentra perfectamente corroborada la legalidad y transparencia de los pliegos aprobados por aquella empresa en tanto durante el desarrollo de todo el procedimiento licitatorio NO SE RECIBIÓ NINGUN PEDIDO SOLICITANDO PLAZO, OBSERVANDO O IMPUGNANDO EL PROCESO, que pudiera advertir un desvío o un impedimento o una dificultad para cotizar.

Estamos hablando de EMPRESAS CONSTRUCTORAS que conocen perfectamente los procedimientos y los mecanismos para ofertar.

Incluso el financiamiento era opcional en toda su amplitud y sólo podía analizarse si el que lo ofrecía ganaba la licitación y aun así se debían verificar las condiciones para ver si era aceptable.

Cualquier empresa que hubiera cotizado SIN FINANCIAMIENTO podía obtener el contrato sin objeciones.  Sólo debía ganar por precio total. Tampoco el financiamiento que eventualmente se ofreciera tenia referencias a seguir, tal como se hace cuando es condición de oferta. CABE TENER PRESENTE QUE TAMPOCO LOS PLIEGOS ESTABLECIERON REGLAS PARA COMPARAR OFERTAS FINANCIADAS CON LAS QUE NO SE CONTEMPLABA ESTA POSIBILIDAD. EN COMPETENCIA.
Si empresas como Impregilo, Techint o IECSA hubieran querido licitar, no tenían otro impedimento más que su decisión de no hacerlo.

Lo importante que debe tenerse en cuenta, que podría haberse interpretado como una especie del limitante a favor de estas empresas, es que se HUBIERA REQUERIDO FINANCIAMIENTO COMO CONDICION DE OFERTA COMO SE HIZO EN 2014 y 2015 DEBIDO A QUE TAL COMO LO HABIA RECONOCIDO LA MISMA AGN, LOS APORTES DEL TESORO NO ERAN LOS REQUERIDOS PARA EL DESARROLLO DEL PLAN.
Los pliegos empleados para las contrataciones alcanzadas por esta investigación no exigían financiamiento alguno como condición de validez de las ofertas.
Han declarado en la causa, como testigos, representantes de empresas cotizantes, quienes no brindaron el menor reproche a los pliegos utilizados en las contrataciones correspondientes a las obras materia de la presenta causa, tratándose tales empresas de dos interesados que, en un caso, cotizó un precio superior al ganador, y en el restante no se presentó a ofertar por entender que no estaba en condiciones de licitar.
De hecho, actualmente, incluso organismos del Estado Nacional, por caso la DIRECCIÓN NACIONAL DE VIALIDAD, se encuentran difundiendo los programas, bases y condiciones de lo que denomina el régimen de Participación Pública Privada, con suficiente antelación a la convocatoria correspondiente, con el lógico y sano propósito de difundir y divulgar dichos programas de acción precisamente para asegurar el mejor resultado de los futuros procedimientos licitatorios, sin que pueda verificarse en dicho proceder acto delictivo alguno.
V. 9.  Las diferencias existentes entre el originario presupuesto oficial y los montos adjudicados tampoco encierran ninguna manifestación delictiva. 
Tal como lo manifestó la experta Silvana Gentile, quien analizó los antecedentes que le fueron entregados por la misma firma "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", y arribó a la siguiente conclusión:

“Los análisis de precios de cada partida pueden considerarse RAZONALBES y su TRASLADO a la planilla de cotización de precios ES LA QUE PERMITE OBTENER EL MONTO OFERTADO”.
En el mismo sentido se expidió el Ing. Donnoli en su testimonio de fs. 1317/1326.
V. 10. Los pliegos fueron el resultado de una tarea objetivamente encarada por las áreas técnicas de la empresa "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", siguiendo los parámetros habituales que dicha concesionaria fue realizando desde años atrás, bajo las diversas modalidades de gestión.

Así, en la elaboración de pliegos de bases y condiciones no se planifican las obras en forma individual, sino en el marco del conjunto que se contempla en el PLAN DE EXPANSION DE LOS SERVICIOS.

Se analiza la demanda existente en las diferentes áreas, las instalaciones con que se cuenta tanto en operación como en ejecución, su proyección, las fuentes de agua (para agua potable) o los sistemas de desagües y/o cursos de agua para la recepción y tratamiento de líquidos (para desagües cloacales).

Una vez establecidas las diferentes instalaciones que son necesarias se determinan los tipos o conjuntos para diseñar los proyectos.

El desarrollo de los mismos requiere contemplar cuantías, costos estimados para la proyección financiera y presupuestaria global de la Empresa.

Existen limitantes que deben ser tenidas en cuenta: prioridades técnicas que pueden denominarse “ineludibles”, demanda tecnológica, necesidades de bienes y capacidad de la industria para proveer algunos de ellos, demanda de mano de obra especializada, ingenieros y financistas, equipamiento y niveles de calidad a alcanzar. También se toman en cuenta las exigencias para operar los servicios.
Una vez realizada la planificación de los sistemas se deben identificar las obras que permiten alcanzar los objetivos de cobertura de servicios contemplando que la fecha para lograrlo es la de la obra que termina en último lugar especialmente cuando se requieren plantas.

Después que se establecen las obras necesarias, se deben a realizar los estudios, análisis y mediciones pertinentes.

Algunos estudios son especializados (por Ej. estudios de suelos, diseños de ríos subterráneos, de cloacas máximas, plantas de tratamiento de agua, plantas depuradoras de desagües cloacales, etc.).

Otros son más Simples (por ejemplo: redes con sus conexiones, estaciones de bombeos pequeñas, perforaciones de estudio o explotación de agua, impulsiones medianas o pequeñas, etc.).

Entonces los proyectistas intervienen para elaborar las condiciones técnicas básicas que  van a permitir cotizar y se establecen las exigencias para poder ser oferentes.

Los costos (todos y de todas las obras) se extraen de una base de datos que se actualiza y se mantiene con la trazabilidad de su evolución en la Dirección de Planificación de AySA. A medida que hace falta se los construyen los que no se poseen.
En los casos de obras cofinanciadas con el Banco Mundial y el BID, estos multilaterales aprueban los pliegos que se elaboran con las condiciones de cotización de cada uno de ellos.

Una vez que se autoriza cada proyecto se realizan las publicaciones de las licitaciones públicas o las invitaciones a concurso, salvo que se trate de una contratación directa que se justifica específicamente.

En el caso de cofinanciación con el Banco Mundial, como fueron las obras de Margen Izquierdo y Emisario (Capital) al Río de la Plata, se anuncian además en la página WEB del Banco y en medios de prensa de Europa y los EEUU.

En el caso de obras de magnitud no resultan extrañas la realización de aclaraciones (sin consulta, es decir propias y las derivadas de consultas de los adquirientes de pliegos).

V. 11. Cumplida la presentación de las ofertas, las mismas son abiertas de conformidad a lo establecido en el Reglamento de Contrataciones de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”.
Se realiza un acta que firman los presentes y cuando se abren sobres con cotizaciones de precios se expresan con sus variantes y descuentos en dicha acta.

Una vez recibidas las ofertas se forman comisiones técnico - jurídicas para analizar las ofertas de manera tal que se pueda (o no) seleccionar la más conveniente.

De esta manera se cotejan las exigencias formales, las técnicas y las económicas.  A veces en más de una etapa y con más de una apertura.

Para ello se utilizan los documentos presentados por cada cotizante y se confrontan con las bases y condiciones y las normas de Reglamento.

Esta comisión (de Preadjudicación) propone una adjudicación o el rechazo de las ofertas.  En todos los casos justificadamente.

Para cada obra se realiza este informe elemental para la adjudicación que realizará el Directorio o el nivel de Dirección autorizado por el Directorio en el Reglamento mencionado, previo dictamen jurídico que analiza el cumplimiento del procedimiento establecido.
Concretamente en el caso de la Planta de Berazategui la misma se sustanció en el expediente SC 497 donde en fecha 11 de junio de 2008 se expidió el Comité de Preadjudicación, luego se emitió el dictamen jurídico obrante a fs. 11943/11953 para abrir paso luego al análisis y dictamen de la Dirección Económica Financiera de fs. 12.291/12.302.
Luego, en agosto de ese año 2008, el Directorio analizó la cuestión, aprobando la preadjudicación instrumentada por el Comité competente.

Algo similar ocurrió con la Planta Paraná de las Palmas, la que se sustanció en el expediente interno de la empresa NA 403, donde tras haberse agotado todas las etapas procedimentales correspondientes, se expidió el Comité de Preadjudicación (fs. 28810/14), el área legal (fs. 28.875/28.875) y el ulterior dictamen de la Dirección Económica Financiera de AYSA.
Entre los años 2006 a 2015, antes de cada Directorio se enviaban los legajos o antecedentes de los temas a la Comisión Fiscalizadora.

Estos tenían acceso a todos los archivos de información en forma directa (por habilitación del sistema) y podían citar a cualquier integrante de la Empresa para solicitar cualquier información, aclaración o detalle de los temas a tratar, sin restricción alguna.

Luego el DIRECTORIO adoptaba todas las decisiones sobre las licitaciones públicas, contrataciones que no se hubieran delegado a otro estamento de la organización y temas sometidos a su intervención anotándose en acta cualquier observación.
Después, se derivaba cada cuestión para la intervención que correspondiera y finalmente se emitían y suscribían los documentos formales (contratos, órdenes de compra, convenios, acuerdos y demás que fueran menester).

Cabe aquí hacer un comentario específico acerca de las ofertas económicas de las obras.

Si bien cada oferta contiene documentación técnica de los bienes, desarrollo de la ejecución, análisis de precios y demás datos, la OFERTA Y EL CONTRATO SON POR PRECIO TOTAL.
Nunca se adjudican ITEMS.
La razonabilidad del precio se constata y aprueba por el TOTAL y no por algún ítem en particular.

Si se determina aceptable, lo es para el PRECIO TOTAL y la obra completa.

De igual manera  EL DIRECTORIO APRUEBA cada una de las Addendas y cada una de las redeterminaciones de precios, tal como sucedió con Paraná de las Palmas y Berazategui.

Toda decisión se expresa luego formalmente en el documento correspondiente y los suscribe la autoridad establecida: los contratos y adendas el Presidente y las redeterminaciones de precios el Director de Infraestructura o el de Obras o el de Contratos.

Dicho procedimiento -y no otro- fue el seguido en el caso de la selección de los contratistas a quienes se encomendó la realización de las obras de construcción de la PLANTA POTABILIZADORA JUAN MANUEL DE ROSAS y de la PLANTA DE PRETRATAMIENTO CLOACAL DE BERAZATEGUI.
VI. LA EJECUCIÓN DE LOS CONTRATOS DE OBRA.
VI. 1. El costo total de las obras y el régimen de determinación de precios establecido en el Pliego de Bases y Condiciones.
V.S. ha cuestionado los mayores costos afrontados por "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." como consecuencia de la aplicación de las pautas de redeterminaciones de precios.

Sobre el particular, debe señalarse en primer lugar que el funcionamiento de los mecanismos de redeterminaciones de precios, aún en sistemas jurídicos y económicos que prohíben la indexación, se encuentra íntimamente vinculada y justificada con el principio de mantenimiento de la ecuación económica financiera de cualquier contrato de obra, sea el mismo público o privado, estatal o particular.

La primera reflexión que debe hacerse sobre este punto donde se observan opiniones de diverso origen e índole es responder a la pregunta ¿por qué causa se incorporan en los contratos sistemas de redeterminaciones de precios?
La respuesta es sumamente obvia: en contextos de economías inflacionarias, donde cotidiana o periódicamente los precios de bienes y productos experimentan modificaciones –siempre ascendentes y no siempre vinculadas a la especulación sino a cuestiones tan esenciales como, por caso, el aumento de los salarios de los trabajadores- no aplicar mecanismos de redeterminaciones de precios implicaría consumar un enriquecimiento indebido de la parte comitente en perjuicio de la empresa constructora. 

Entonces cuando se aprueba una redeterminación de precios fundada debidamente en circunstancias objetivas, no existe estrictamente un “pago mayor” ni un “cobro superior” a lo convenido, lo que existe es la preservación de la ecuación económica del contrato.
No hay allí ilegalidad alguna, ni irregularidad contractual, y un mucho menos, tampoco, delito de acción pública.
De hecho en el ámbito de las contrataciones del Estado, la redeterminación de precios fue específicamente aprobada a través de la sanción del Decreto de Necesidad y Urgencia N°691/16, que reemplazó lo normado en el Decreto 1295/02.

Dicho D.N.U. en sus considerandos 8° y 9° reconoce que:

“…la aplicación del Decreto N°1295/02 se ha visto afectada en los últimos tiempos, entre otras causas, por el aumento generalizado de precios, las restricciones a la importación de insumos y los tiempos de sustanciación de los procedimientos de redeterminación de precios de los contratos.”

“…la alteración de la ecuación económico-financiera de los contratos de obra pública ha importado un aumento significativo de los reclamos administrativos y judiciales.”

Finalmente, en el décimo considerando se describen las consecuencias derivadas de la aplicación del Decreto N°1295/02, al CONFIRMAR que:

“…la situación planteada…conllevó a que un gran número de obras públicas de vital importancia para el país se encuentren paralizadas O CON UN GRADO DE AVANCE SIGNIFICATIVAMENTE MENOR AL QUE LE HUBIERA CORRESPONDIDO.”

Si bien AySA pudo elegir otros procedimientos, lo cierto, es que adoptó el del Decreto N° 1295/02 y aplicó sus normas en materia de redeterminación de precios, salvo por supuesto para la parte financiada / importada.
Y lo hizo claramente en el punto 5.6. de las “Bases de Licitación”, bajo el título “forma de las propuestas y moneda de pago”, lo que fuera materia de la Aclaración número 2 que, previo a la fecha de vencimiento para la presentación de las ofertas, dejó establecido:

“Para el pago de los montos en pesos de los trabajos se establece el sistema para la redeterminación periódica de los precios. Rige para esta obra lo establecido por el decreto número 1295/02 que se incluye como Adjunto 7 y sus modificatorias posteriores, o por las normas que a tal efecto se dicten en el ámbito nacional. Exclusivamente para aquellas obras cuya estructura de costos no esté representada por el Decreto 1295/2002 se podrá sugerir una fórmula paramétrica que pueda ser actualizada con la variación de insumos más representativos con base a los índices del INDEC (Instituto Nacional de Estadísticas y Censos). La sugerencia deberá ser presentada en la oferta y estará sujeta a la consideración del comitente”.
Corresponde entonces formular los siguientes interrogantes:

¿Por qué no caben a este caso las circunstancias que la ley reconoce en forma genérica para todos los casos sin distinción alguna?

Resulta entonces muy llamativo que tanto V.S., como el MINISTERIO PÚBLICO FISCAL, y algunos “informantes” de la causa (no digo peritos ni instituciones como tales), cuestionen a "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." la aplicación de institutos que son comunes tanto en el Estado Nacional como en cualquier empresa privada que lleva adelante una obra que, por su envergadura, demanda un lapso de tiempo considerable, en cuyo transcurso se verifican modificaciones de costos.

La aplicación del régimen de redeterminaciones de precios también se realizó en otros contratos de lo cual dimos cuenta en autos, como manifestación de que tales prácticas eran (y son todavía) las aplicadas para obras de gran magnitud que son las que tienen la mayor cantidad de elementos importados y dificultades constructivas.
Los contratos de obra no son para obtener una ventaja indebida de los oferentes, ni para conducirlos al quebranto. Como en todos los contratos debe primar la buena fe en la celebración y en la ejecución del contrato, especialmente cuando el mismo tiene como objeto de obras de semejante envergadura y de tal duración que exige una constante verificación entre los costos de la obra y su retribución.
Al comitente le interesa que el costo final de la obra sea lo más económico posible siempre y cuando la obra se termine y se entregue debidamente. 

Cualquier otro resultado es ruinoso para la parte licitante. 

Impedir la redeterminación de precios, cuando la misma es fundada en objetivos incrementos de costos, se erige en un absoluto disparate y se traduce en una errónea gestión empresaria, puesto que, tarde o temprano, aquello que en principio “se ahorra”, se termina perdiendo, dando pie a la paralización de las obras y a la frustración de los fines que procuraron obtenerse a través de su culminación.

Mantener, en el caso, la aplicación de un régimen sancionado en 2002, durante años posteriores, sin atender a las evoluciones de las variables económicas e incluso normativas -ver DNU 691/16 antes citado- constituye un error empresario y, posiblemente, un avasallamiento de derechos de terceros, cuando no en la misma simiente de futuros juicios.

El Decreto N°1295/02 sufrió pérdida de representación y confianza precisamente por una concepción errónea en su diseño y falta de entidad de los valores proporcionados por INDEC de lo que en los informes del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL no se hace la menor consideración, a pesar de ser un hecho notorio ya que fue la causa del dictado del DNU N° 691/16, que constituye prueba irrefutable por ser una norma cuya constitucionalidad y legalidad nadie ha puesto en duda. MENOS AUN SUS CONCLUSIONES.
Ahora bien:

La inclusión de otros índices que no sean INDEC está prevista en el artículo 5°, inciso d) del Anexo: Metodología de Redeterminación de Precios de Contratos de Obra Pública del Decreto N° 1295/02, que expresamente dispone:

“Los precios de referencia para determinar la incidencia de los factores a tener en cuenta en las redeterminaciones de precios serán los informados por el INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICAS Y CENSOS o, en el caso de ser necesario por no ser relevados por dicha entidad, por otros organismos oficiales o especializados, aprobados por el comitente”, (el subrayado es nuestro).

La razón por la cual se incluyen índices de precios relevados por otros institutos sean del país o del exterior es que existen bienes y servicios cuyas variaciones de precios no son ni fueron relevados por el INDEC.
Es el comitente quien tiene la facultad de disponer en tales casos cuáles son los índices más representativos de las variaciones de precios de esos bienes y servicios y cuál es el instituto que mejor los provee.

En el caso de los bienes de uso específico, en obras como las analizadas y los que se importan por única vez, esta carencia es aún más notoria, pues si bien el INDEC hace seguimiento de algunos bienes de importación, estos son de importación recurrente y sus precios no son representativos de la variación de precios de los bienes que se utilizan en las obras realizadas.

Si, como en el caso, se tratara de obras financiadas por el Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social de Brasil (BNDES), va de suyo que una parte de los bienes y servicios que se empleen sean de origen de ese país, ya que los créditos que otorga es Institución son a tasa subsidiada para promover exportaciones de Brasil que, por otro lado, integra con nuestro país el MERCOSUR.

Aunque podían existir otros índices, también representativos de los bienes y servicios importados, resulta una falacia sostener que se utilizaron para favorecer a la contratista cuando al momento de formularse NO SE PUEDE SABER COMO EVOLUCIONARÍA CADA UNO.

En cambio, sí resulta razonable solicitar que el oferente lo proponga y el comitente lo analice y lo acepte o no, para evitar reclamos en aspectos tan específicos y de dificultosa previsión.

De todas maneras, los índices utilizados son reconocidos y de uso habitual, a nivel de los organismos multilaterales por su representatividad y aceptación generalizada.

En ese contexto, resulta un error muy grave considerar que las REDETERMINACIONES DE PRECIO CONSTITUYEN, AUMENTO DE PRECIOS DEL CONTRATO CUANDO ESTÁ JURIDICAMENTE ESTABLECIDO QUE ELLAS CONSTITUYEN EL MECANISMO QUE POSIBILITA MANTENER LOS VALORES ANTE EL PROCESO INFLACIONARIO QUE AFECTA LOS DIFERENTES ITEMS DE LAS OBRAS.

También resulta absolutamente improcedente conceptualizar que las ampliaciones de plazo benefician de igual manera al contratista.
Con el régimen de redeterminaciones aplicado a estas obras, podríamos concluir en un proceso normalmente  inverso.  Hemos agregado un informe especializado que da datos para obtener un enfoque más preciso al respecto.

V.S. puede apreciar que las addendas aprobadas por el DIRECTORIO, única autoridad para hacerlo fueron precedidas de las intervenciones técnicas, inspección de obra, asistencia jurídica y económica.

En ámbito del Directorio TODOS LOS TEMAS A TRATAR, SIN EXCEPCIÓN ALGUNA SE ENVIABAN A LA COMISIÓN FISCALIZADORA PARA SU ANÁLISIS y cuando hacía falta o la comisión lo peticionaba se postergaba su tratamiento hasta que hubieran realizado la revisión pertinente.

La Comisión Fiscalizadora estaba habilitada para citar a cualquier integrante de la Empresa o solicitar los informes que considerara menester. Tales acciones no tenían ninguna restricción y no debían informarse a nadie.
En muchas oportunidades el Ing. Oscar Vélez ayudaba a la Comisión a esclarecer cualquier duda técnica que se pudiera presentar y así lo solicitaran.

De igual manera con los síndicos titular y suplente de las acciones clase “B” que, además, asesoraban al Director de la clase “B”.

En consecuencia, antes de suscribir las addendas de 1 a 11 (por lo que se incluyen los números 9 y 11), en función de la determinación adoptada por el DIRECTORIO, se siguieron las normas establecidas también por el Directorio.

Ello, aún más, considerando cuando se repasan las addendas se pueden observar la importante cantidad de informes, análisis, dictámenes y documentos que las integran y la determinación de la única autoridad de la sociedad autorizada para ello, es decir el Directorio.

Además, tales actos jurídicos han sido confirmados con la aprobación de las gestiones del Directorio realizadas por la Asamblea General de la Sociedad. De 2006 a 2015 inclusive.
Debe tenerse presente que, además, en el acto de Directorio que aprobó cada adenda intervino la Comisión Fiscalizadora.

Ninguna de las addendas produjo perjuicios a los intereses de la Empresa y mucho menos a la Administración Pública.
Resolvieron cuestiones de la estructura de los servicios que presta la Sociedad relacionados con el contrato analizado, dentro de los preceptos normativos aplicables y vigentes en AySA.

Para entender las razones de cada acto deben simplemente analizarse los informes que preceden y sirven de motivación para la resolución adoptada por el Directorio.

Tal como se ha manifestado y probado la realización de las ampliaciones están justificadas dentro de las normas vigentes en la sociedad y desde el punto de vista técnico-económico, tal como surge de la documentación con que cuenta el Juzgado, de los informes técnicos y económicos que las preceden.

Lo que incide en la necesidad de realizar redeterminaciones de precio es la inflación y así es como debe analizarse.  Con inflación cero la redeterminación es cero y lo que sucede si hay más plazo es simplemente un diferimiento de la inversión programada. La inflación obliga a actualizar los valores.
No puede concluirse que el reconocimiento de variaciones de costos o redeterminaciones supone incremento de valor del costo contractual. En realidad su objetivo es mantenerlo incólume de los procesos inflacionarios. LOS PROCESOS INFLACIONARIOS, SUS EFECTOS Y PALIATIVOS O REMEDIOS SON BASTANTE CONOCIDOS EN ARGENTINA.
Cuando el plazo de obra transcurre y la redeterminación de precios resulta ser parte importante de la remuneración de la obra, su reconocimiento y valor se convierten en sustancial. 
VI. 2. Los plazos de ejecución de las obras.
También se ha cuestionado en la causa que las obras no fueron ejecutadas ni terminadas en los plazos contractuales originariamente previstos. 
Dicha sospecha se ha extendido insólitamente hasta sospechar que la demora fue deliberadamente pergeñada para incrementar artificialmente el costo de las obras, vía aplicación del ya analizado mecanismo de redeterminación de precios.
Basta efectuar una atenta ponderación de la magnitud de las obras que nos ocupan para corroborar que la mentada demora claramente aparece justificada por hechos imprevisibles y situaciones imposibles de evitar ni eludir que fueron presentándose a medida que las obras avanzaban en su desarrollo. 

Así, por caso, la falta de liberación de las trazas de las obras por parte de las Municipalidades de Tigre y Escobar, los conflictos judiciales suscitados en el ámbito del Partido de Berazategui, las demoras institucionales que depararon el atraso en la puesta en marcha del financiamiento del crédito BNDES, los retrasos en los pagos que, por cuestiones financieras, fueron produciéndose, las retenciones temporarias en la entrega de equipos y materiales en la Aduana argentina, situaciones geotécnicas absolutamente imprevisibles y las consecuentes modificaciones en las trazas de las obras, claramente coadyuvaron funcionalmente para que los plazos originariamente contemplados no pudiesen ser cumplidos. 
Pero de ningún modo puede suponerse ni inferirse que dicho aplazamiento en la culminación de las obras pueda obedecer a un designio delictivo
.

VI. 3. Los controles en la ejecución de las obras.
Contrariamente a lo afirmado en esta causa por el Ministerio Público, la ejecución de los contratos correspondientes a las obras que resultan materia de investigación en esta causa, como los mecanismos de determinación de precios y los trámites inherentes al pago de los certificados de obra presentados por las contratistas, han sido materia de control interno y externo formulado por: a) la auditoría interna de la empresa; b) la Sindicatura General de la Nación; c) la Auditoría General de la Nación; d) la auditoría externa de la empresa; e) la Agencia de Planificación; f) el Comité de Auditoría.
Todos dichos controles determinaron la inexistencia de delito alguno durante la ejecución de los contratos aquí investigados.
Las únicas observaciones provienen de la AGN y se remiten pura y exclusivamente a cuestiones de naturaleza procedimental, con recomendaciones dirigidas a mejorar los trámites internos de la empresa, pero en absoluto dieron lugar siquiera a sospechar sobre la posible comisión de delitos.
VII. ANÁLISIS DE LA PRUEBA REUNIDA EN LA CAUSA QUE HA SIDO VALORADA POR V.S. PARA FUNDAR LA CONVOCATORIA DISPUESTA MEDIANTE AUTO DE FS. 2740/2748.
VII. 1. Apreciación introductoria.

Contrariamente a lo que se desprende del decisorio a través del cual se dispuso mi citación para el día de la fecha, ninguno de los “informes profesionales”, testimonios y elementos obtenidos a través de “secuestros y allanamientos” logran conmover, de modo razonable y suficiente, las consideraciones que anteceden y que se vienen sosteniendo por esta parte a través de sucesivas presentaciones en las que he acompañado elementos de prueba que, lamentablemente, hasta la fecha no han sido debidamente ponderados. 
VII. 2. Informe de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas (PIA).
Parte de un error esencial: califica a “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”, a sus actos, a sus procedimientos, a sus directivos, como si formaran parte de la Administración Pública, o bien como si AYSA fuese una empresa del Estado, cuando claramente, por lo expuesto en el capítulo IV de este descargo, no lo es.
No se trata de una opinión jurídica más o menos discutible.

Se trata de lo establecido por la ley nacional vigente, por el Código Civil y Comercial de la Nación, y por los mismos instrumentos constitutivos y organizativos de la empresa.

Ello per se resulta suficiente para descalificar íntegramente los desarrollos argumentales y las conclusiones arribadas en consecuencia por la Procuraduría de Investigaciones Administrativas.
Es que la totalidad de los cuestionamientos formulados por la Procuraduría de Investigaciones Administrativas, se sustentan erróneamente en la presunta aplicación al caso de lo normado en las leyes 13.064 de Obras Públicas y 19.549 de Procedimientos Administrativos y las normas de la Administración Pública.

A ello se suma que el dictamen de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas prescinde, absoluta e injustificadamente, de toda valoración sobre la normativa que rige la redeterminación de precios, tanto durante la vigencia del Decreto N° 1.295/02 y sus consecuencias abonadas durante más de una década y aún peor, las consideraciones realizadas por el D.N.U. N° 691/16 que no puede ignorar bajo ningún pretexto.
Igualmente errónea es la apreciación que efectúa la Procuraduría de Investigaciones Administrativas acerca de las consecuencias que ha tenido la difusión de los documentos que sirvieron de base a las licitaciones públicas, puesto que, contrariamente a lo sostenido por dicha repartición, aquella divulgación no sólo no habilitó favoritismo alguno, sino que por el contrario dio lugar a un marco de mayor amplitud, transparencia y apertura de los procedimientos licitatorios. 
VII. 3. El informe del Ing. Guitelman
Tampoco el informe suscripto por el Ing. Guitelman -el que, reitero, se trata de un dictamen personal de dicho profesional y no de una opinión aprobada y suscripta por el CENTRO ARGENTINO DE INGENIEROS, otorga sustento al desarrollo argumental exteriorizado por V.S. a fs. 2740/2748.
Ello así por cuanto:

a) Postula el Ingeniero Guitelman que los trámites licitatorios por él evaluados han tenido “pocos oferentes”, otorgando a dicha situación objetiva una ponderación disvaliosa. 

Sobre el particular, debe señalarse que en relación a ambas obras, como siempre ha ocurrido con todas las contrataciones de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", se observó el cumplimiento íntegro y total de las publicaciones correspondientes, resultando absolutamente ajeno a la responsabilidad de los directivos de aquella empresa que haya concurrido un número menor de interesados al que se hubiese esperado.

En 2016 y en 2017 quizá resulta “extraño” que participen pocos oferentes en licitaciones convocadas por empresas argentinas.

Pero si se tiene en cuenta que el proceso licitatorio transcurrió en el año 2007, cuando la República Argentina se hallaba en una situación financiera internacional ciertamente problemática, virtualmente marginada de los mercados financieros tradicionales (me refiero no sólo al Estado como tal, sino a empresas privadas como "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A."), allí podrá efectivamente encontrarse una razón muy concreta para reflexionar acerca de los reales motivos que evidentemente afectaron el interés que pudieron haber tenido otras empresas o uniones de empresas en participar en tales procesos licitatorios.

Algo similar ocurrió incluso en obras cofinanciadas con el Banco Mundial, donde se publicó la convocatoria para la realización de las obras del colector margen izquierdo y emisario subfluvial y, sin embargo, tampoco se verificó una concurrencia masiva de oferentes. Solo dos.
En la medida en que se cumplan, como ha ocurrido en el caso, las normas y procedimientos que regulan el desenvolvimiento de los procesos licitatorios 
b) Otro cuestionamiento del Ing. Guitelman versa sobre el modo en que fueron convocadas las licitaciones, considerando aquél profesional que las obras debieron ser licitadas ítem por ítem.

Se trata de un criterio científico tan respetable como respetable es el criterio seguido por la empresa, quien prefirió licitar y adjudicar la obra por su precio global, involucrando a todos los ítems de cada obra.
Ello por una razón de ventaja funcional, operativa y económica.
Y en cualquier caso es un tema de planificación.  No se puede seriamente inferir delitos o especulaciones al respecto.  Es una conclusión temeraria.

c) También cuestionó el Ing. Guitelman que los pliegos no especificaron cuáles materiales debía ser nacionales y cuáles importados, asignando un juicio disvalioso a dicha situación.

Ello también es erróneo.

Porque, como ya ha sido explicado en este descargo, precisamente indicar en un pliego el origen, o cualquier otra individualización, de determinados materiales a emplearse en las obras, virtualmente podría dar pie a un direccionamiento en la selección del contratista, puesto que aquella individualización podría favorecer a un determinado oferente o grupo de oferentes. 
Por ello es que los pliegos detallaron las especificaciones y características técnicas de cada material. Resulta razonable que no se entrometa en indicar el origen de cada material, para no inducir tecnología y, por lo cual presentaría el caso de costos al que los oferentes no pueden acceder por igual.

Precisamente si en los pliegos se hubiese indicado el origen de tal o cual material requerido para la realización de las obras, ello hubiese dado pie para que concretamente se impute un direccionamiento que, en el caso de las obras correspondientes a la PLANTA POTABILIZADORA JUAN MANUEL DE ROSAS y a la PLANTA DE PRETRATAMIENTO CLOACAL DE BERAZATEGUI no existió en absoluto.

d) El Ing. Guitelman hace una reflexión errada sobre los pilotes diciendo que se podrían haber hecho sencillamente en Argentina, desconociendo que los pilotes que debieron ser utilizados –por su naturaleza y tamaño- en las obras no se fabricaban en la República Argentina. 
Los pilotes de fabricación nacional eran de tamaño menor, por lo que de haberse optado por los mismos, necesariamente debió haberse adquirido un número mayor de unidades, con el consecuente mayor costo proveniente no sólo de su adquisición sino también por el valor de horas de trabajo que debió demandar la instalación de un mayor número de pilotes. 

e) También es infundado el cuestionamiento que formula el Ing. Guitelman sobre las diferencias existentes entre las ofertas adjudicadas y los presupuestos oficiales. 

Es que dichas diferencias no obedecieron a ninguna anomalía ni mucho menos a un designio delictivo: ello obedeció a razones técnicas constructivas, a la naturaleza de los equipos a instalar, la mano de obra a utilizar, siendo el precio de todas esas prestaciones absolutamente compatibles con los valores de precios semejantes. 

este aspecto resulta fundamental.  el ing° guitelman tenía el compromiso y obligación de comparar paraná de las palmas y berazategui por su valor total con otras plantas similares y no lo hizo.
esta es la forma técnica y económica para comparar EL VALOR DE UNA OBRA.
el análisis de costos de items en forma individual induce a errores y conclusiones que - como en este caso – pueden utilizarse en forma tendenciosa.
El Ing. Guitelman arriba a la conclusión de que existieron sobreprecios tras analizar los valores de contratación como si los mismos hubiesen sido ítem por ítem, en forma individual, cuando en realidad la contratación fue global, correspondiente a una obra de enorme envergadura, por lo que los precios de ninguna manera pueden ser equiparados en ambas situaciones. 

Esto es lo mismo que comparar el valor unitario de distintos autopartes de un vehículo y comparar la sumatoria de dichos precios individuales con el valor de un rodado terminado y apto para funcionar. 

Realmente es un análisis completamente desprovisto de fundamentos técnicos y científicos.

f) Pretende luego el Ing. Guitelman sembrar sospecha sobre la actuación de AYSA cuando manifiesta que no le fueron suministrados todos los datos correspondientes al presupuesto oficial. 

Sobre el particular, cabe indicar que resulta muy llamativo que alguien designado para expedirse oficialmente sobre un determinado tema formule semejante manifestación sin haber acreditado siquiera la menor gestión orientada a superar dicho aparente valladar, dado que tenía todas las posibilidades para hacerse de una documentación que, además, había sido compulsada por APLA y por la AGN.
La misma APLA dejó constancia de que toda la documentación correspondiente a los presupuestos oficiales había sido puesta a disposición de este ingeniero. 
La Gerencia de Planificación Técnica y Económica (fs. 547 a 564 y 581 a 587 – Expte.  APLA 3838/16 informó sobre la entrega de documentación que el Ing. Guitelman consideraba como faltante, expresando y documentando que sí la había recibido, remarcándose también que a pesar de ello, en el Informe Final, el Ing. Guitelman mantiene afirmaciones de hechos que documentadamente quedaron probados como no verdaderos.
g) También cuestionó el Ing. Guitelman los valores asignados al precio de la mano de obra, manifestando que aquellos resultaban “excesivos”.

Sin embargo, las características de la obra exigen mano de obra especializada en algunos ítems y la forma de cotizarla exige contemplar en el rubro recargar la cantidad de horas que estima el que va a tener la responsabilidad de la ejecución de los trabajos.
De igual manera se refirió a los costos indirectos -y de paso a los directos- señalando temerariamente a que se “disimulan” costos.

Es una opinión subjetiva, personal y no documentada, en especial frente a ofertas de empresas internacionales que suelen tener estructuras importantes y demandas  de profesionales necesarios para la ejecución de obras complejas.

h) También tendenciosa y equivocadamente comentó que las ofertas eran abiertas.

Claramente no es así.  Se contrataron a precio fijo, tal como se desprende del contenido de los mismos contratos.

El Ing° Guitelman destacó sobre adjudicaciones directas en ambas obras.

Sin lugar a dudas otro comentario sin sustento que se hubiera evitado si efectivamente hubiera consultado con los autores del proyecto y los inspectores de obras.
En Paraná de las Palmas se habían planificado los acueductos a Escobar pero no se incluyeron en la obra en forma efectiva hasta que se aprobara el convenio de incorporación a AySA del Partido de Escobar.

El “by pass” de Berazategui hubo de incorporarse al proyecto porque por decisión superior a AySA, la estación de bombeo y el emisario se habían demorado por falta de financiamiento.

i) También sostuvo el Ing. Guitelman que la fórmula de redeterminación de Paraná de las Palmas se modificó con el contrato en marcha.

lo que no informa,  NI ANALIZA, es que las razones POR LAS QUE se obró en tal sentido se encuentra documentadas y explicadas en la addenda correspondiente.
y mas aún, que mediante la nueva fórmula no se reconocerían por redeterminaciones mas valor que el contrato original.
es decir que se pagaría igual o menos, pero nunca un valor superior.
j) También criticó el Ing. Guitelman las dimensiones del proyecto.

Los hechos confirman su ausencia de conocimiento en la materia.

Si quien proyectaba hubiera sido el Ing° Guitelman, las soluciones que AySA está brindando para los pobladores actualmente servidos no se podrían brindar y MENOS AUN PARA LOS 3.500.000 DE HABITANTES que se agregaron como Área Nueva de AySA que podrán ser servidos gracias a esta planta.
k) El Ing. Guitelman no brinda verdadera información cuando dice que las plantas no funcionan o funcionan a valores bajos.

La información documentada que se agregó a autos desacredita semejante temeridad. El presidente de AySA, Ing. José Luis Inglese confirmó al Juzgado la incorporación de las plantas al servicio 

No solo constituye un dato falso, ya que las plantas están funcionando, sino un elemento más para entrever la duda acerca de cuál es el objetivo de formular críticas que abarcan la planificación, la licitación, el contrato, la administración del mismo y ahora la operación, todo a cargo de AySA.

El Ing. Guitelman dice que Paraná de las Palmas estuvo paralizado por la decisión del Municipio de Escobar de no permitir la circulación de camiones. 

Más allá de que la obra se demoró, pero no se paralizó, resulta evidente que es el hecho de un tercero con autoridad para hacerlo, aunque no fuera justificado.

Más adelante señala que AySA y JVP (en la inspección de obra) actuaban como una misma entidad. 

Si bien pareciera indicar que existiría una especie de connivencia, más allá que el mismo Ing. Guitelman ponderó los profesionales de AySA y JVP, recurre una vez más a un juego de palabras y suspicacias no explicitadas del todo, que pueden atentar la honorabilidad de decenas de personas que han trabajado en esto, muchas de las cuales aún lo siguen haciendo. 

Se considera a esta altura que las referencias y comentarios insidiosos del Ing. Guitelman pueden no ser casuales y su propósito es generar un escenario apoyado en contingencias de obras que se repiten cotidianamente y se resuelven a diario, sin que ello suponga un delito, ni siquiera una irregularidad de naturaleza contractual en el marco de la ejecución de  obras, especialmente de magnitud.

El caso de las diferencias que creyó encontrar el Ing. Guitelman en las certificaciones denota una llamativa falta de pericia y ponen importantes dudas sobre el escaso tiempo que pudo dedicar y el limitado equipo con el que contó, salvo que el objetivo fuera producir un documento “a medida” lo antes posible.

Posteriormente en una repetida tergiversación de los hechos hizo referencia a la sustitución en Paraná de las Palmas (Renglón 6) de una cañería de H° A° por un PEAD, confundiendo el tipo de cañerías, su prestación y los valores involucrados.

Una opinión técnica que no puede transformar la justificada decisión técnica en un hecho a investigar penalmente, pretendiendo involucrar a casi toda la línea técnica de AySA experta en la materia que resolvió la situación sin costo adicional para AySA.
De igual manera quiso insinuar respecto del Renglón 10 obviando los antecedentes del caso y realizando una evidente errónea comparación de valores de diferentes fechas.

Esta situación elemental no es imaginable de parte de un profesional que se jacta de conocer estas cuestiones como el que más.
También hizo lo mismo para los Renglones 10 y 11 (acueducto a Escobar y Pavimentos), que se han analizado en detalle.

A su vez explicitó que las inspecciones de obra se contrataron directamente.

Aunque AySA podría haberlo hecho, lo cierto es que se concursaron según se documentó en autos.  Otra falta de análisis de los hechos reales y su sustitución por una falsedad.

l) Más adelante comentó el Ing. Guitelman que la ley 26.221 (Marco Regulatorio) exigía la intervención de APLA suscribiendo los contratos y sus adendas.
Fuera de los comentarios ya realizados, se transcribe la opinión de la Gerencia de Asuntos Legales de APLA sobre este punto:

Al respecto y sólo para comenzar se destaca que de los términos de la ley 26.221 no surge ninguna obligación de participar y mucho menos de suscribir ningún tipo de contrato ni addenda en cabeza de esta Agencia de Planificación.  Denota un desconocimiento o falta de comprensión de las normas, inferir de la letra de la ley la obligación de esta Agencia de inmiscuirse en las contrataciones de la concesionaria… (fs. 600 Exte. APLA 3838/16).
VII. 4. Las conclusiones a las que arribó la AGENCIA DE PLANIFICACIÓN –O SEA EL ORGANISMO QUE CONTRATÓ AL CENTRO ARGENTINO DE INGENIEROS- sobre las tareas realizadas por el Ing. GUITELMAN. 
Resulta pertinente comentar el análisis jurídico realizado en APLA respecto de las tareas realizadas por el Ing° Guitelman, para lo cual es preciso tener presente las partes más notorias y destacables del Dictamen GAL N°680/16 de fecha 1° de diciembre de 2016:
“En primer lugar corresponde referir y aprovechar la ocasión para reiterar los términos de aquella primigenia intervención de este servicio jurídico, que se diera por intermedio del Dictamen GAL N" 212 de fecha 21 de marzo de 2016 (fs. 12/14) con relación a lo resuelto por el Directorio de esta Agencia de Planificación en su Acta No 1 de fecha 18 de enero de 2016, en cuanto a que atento el cambio de autoridades del Organismo y con la finalidad de poder dar cabal cumplimiento a lo dispuesto en el Marco Regulatorio, en lo que refiere a la obligación que tiene la A.PLA de controlar el desarrollo de las obras a cargo de AySA, se contraten Servicios Técnicos Profesionales para realizar auditorías de gestión, control y de seguimiento de obras a cargo de AySA desde el inicio de su concesión.
Cabe señalar que a los fines de la concreción de los objetivos que fueron motivo de la instrucción plasmada en el punto 48 del Acta de Directorio N" 1/16 antes referida, el Directorio en su sesión celebrada el día 15 de marzo de 2016 resolvió concretar un acuerdo marco con el Centro Argentino de Ingenieros, que contemple además todos los objetivos de apoyo técnico que dicha.  Institución pudiera aportar para el mejor desempeño de esta Agencia.>>.
A fs. 128 se ha dejado constancia que los presentes actuados integraron la reunión de Directorio de fecha 18 de abril de 2016, en la cual el Cuerpo. Suscribió la Resolución A.PLA No 16/16 (en copia a fs. 129/131) aprobando tanto el Proyecto de Convenio Marco como el Acuerdo Específico, y autorizando a su vez al Sr. Vicepresidente a proceder a la suscripción de ambos documentos que como Anexos “1” y “2” (fs. 132/133 y fs. 134/144) forman parte integrante de dicha Resolución. 
Lo expuesto precedentemente es someramente el trámite otorgado a la decisión del Directorio vertida en el Acta No 1/16 de proceder a la contratación. De Servicios Técnicos Profesionales para realizar auditorías de gestión, control y de seguimiento de obras a cargo de AySA desde el inicio de su concesión.
En cuanto al esquema de desarrollo del trabajo a cargo del CAl, viene al caso precisar que los expertos contratados debían presentar dos productos: informe parcial y final de su trabajo, en documentos orgánicos y completos, impresos  en un mismo y único tipo de impresión, en idioma español, sin errores, raspaduras, omisiones, claros o sobre escritos de ninguna especie.  Se entregaría una versión digital del precitado trabajo final en formato PDF-Adobe o similar. 
Por su parte, se ha dejado establecido que los Ingenieros designados por el CAl han dado cumplimiento a la obligación prevista en el último párrafo del ·Capítulo VI del Acuerdo Específico, suscribiendo y presentando ante la Agencia las correspondientes Cartas de Confidencialidad (conf. fs. 165, 184, 186 y 188).
Con respecto a esta tarea: se ha previsto que los expertos cuenten con la información existente en la APLA, pudiendo requerir información particular y pormenorizada a la Concesionaria, a las Inspecciones de Obra y Auditorías Técnicas de la Concesión, a través de la APLA; extremo éste abordado en el Acta Acuerdo de inicio de los trabajos ya mencionada. 
Viene al caso dejar asentado que para realizar las tareas descriptas en los Términos de Referencia del Acuerdo Específico, el propio CAl consideró adecuada la participación como mínimo de seis (6) expertos, con dedicación a "tiempo completo", siendo que oportunamente fueron cuatro (4) los; expertos designados para realizar las labores y quienes presentaron el correspondiente compromiso de confidencialidad, tal cual se dejara asentado en el ·Acta Acuerdo de inicio de los trabajos.
Con relación a lo actuado, la GAF destaca que a la fecha de su intervención se ha constituido un equipo de cuatro (4) profesionales, siendo que la Cláusula V establece que "se considera adecuada la participación como  mínimo  de SEIS  (6) expertos con dedicación a "tiempo  completo", y en tal sentido expresa que llegado el momento de la incorporación de los restantes expertos al equipo de profesionales intervinientes, debería incorporarse el CV de cada  uno, acorde al perfil requerido, y la correspondiente Carta de Confidencialidad. 
No se logran apreciar los motivos o razones que justifican que a fs. 219 y en fecha 15 de junio de 2016, luego de suscripta el acta acuerdo de inicio de los trabajos en los términos arriba referenciados, se reciba una solicitud de información en esta Agencia de Planificación cuando ya se encontraba cumplido el plazo de 30 días para presentar el informe preliminar previsto en el cronograma de trabajos en el Acuerdo Especifico suscripto oportunamente.
Sin perjuicio de esto, las comunicaciones siguieron teniendo lugar y se ha ido agregando documentación a estos actuados cuando a entender de esta Gerencia toda la información necesaria había sido recolectada en la etapa preliminar de análisis justamente de la documentación suficiente para efectuar la mentada auditoría sin la cual no hubieren podido tener inicio los trabajos pero como este órgano asesor no fue consultado de manera previa a la suscripción del Acta Acuerdo de inicio de los trabajos ni al pago del anticipo financiero, no tuvo oportunidad de expedirse al respecto.
En fecha 30 de junio del corriente, el CAl mediante nota obrante a fs. 246 hace llegar los Curriculum Vitae y Compromisos de Confidencialidad de los Ingenieros Matías Silveyra y Matías Zega, integrantes del equipo de Auditoría, todos acompañados de fs. 247 a fs. 252. Al respecto caben dos apreciaciones, por un lado la conformación total del equipo propuesto habiéndose vencido el plazo para la culminación de la primera etapa y la correspondiente presentación del Informe Preliminar se entiende extemporánea y; por otro lado, a fs. 279 (punto 2 del informe preliminar de auditoría técnica) se presenta al equipo de trabajo en un cuadro sinóptico del cual surgen tres especialistas “part-time” no mencionados en el expediente y sobre los cuales no constan ni los CV ni las cartas de confidencialidad requeridas en virtud del Convenio Marco. 
Otra cosa que llama la atención es que con fecha 19 de julio de 2016 se emitió la Nota A.PLA 281/2016 (fs. 265/266) dirigida a la Concesionaria con el objeto de reiterar la necesidad de contar con información relacionada a las obras que se estaban auditando; siendo este requerimiento posterior a la presentación del informe preliminar surgen dudas de cómo se .pudo confeccionar el mismo sin contar con información que· se dice relevante a los efectos de la auditoría. 
De lo expuesto precedentemente, cabe concluir que lo acordado por las partes al momento de dar inicio a los trabajos no se condice con lo actuado con posterioridad y mucho menos con los supuestos faltantes de información que declara el CAl en su informe preliminar.
Luego la Gerencia Técnica responde uno a uno los comentarios efectuados por el CAl relacionados con sus tareas y funciones, así como también a las propias de la Agencia, que no deviene necesario reproducir en esta instancia, siendo conveniente remitir a tal efecto a lo dicho a fs. 549/559, sin perjuicio de apreciar que las consideraciones expuestas por el CAI redundan en imprecisiones o afirmaciones vagas o carentes de sustento de toda índole que logran, por momentos, desvirtuar la naturaleza del organismo y por sobre todas las cosas reflejan un desconocimiento o falta de valoración de las normas que crearon y regulan el funcionamiento del mismo.
A mayor abundamiento de la última opinión vertida por esta Gerencia en el párrafo precedente, viene al caso traer a colación que en la síntesis de los hallazgos. del informe preliminar (fs. · 435/437), el CAl menciona que "El Contrato y todas las Addendas, fueron firmados por AySA, sin que surja de los instrumentos la participación del APLA, cuya participación era obligatoria atento los términos de la Ley 26.221, vigente desde antes de la firma del Contrato Original".
Al respecto, y sólo para comenzar, se destaca que de los términos de la Ley 26.221 no surge ninguna obligación de participar y mucho menos de ·suscribir ningún tipo de contrato ni addenda en cabeza de esta Agencia de Planificación. Denota un desconocimiento o falta de comprensión de las normas, inferir de la letra de la ley la obligación de esta Agencia de inmiscuirse en las contrataciones de la concesionaria que reviste carácter de sociedad anónima y se rige por sus propios estatutos en su funcionamiento en el· marco de las previsiones que regulan la prestación de los servicios de agua potable y desagües cloacales. En cuanto a la contratación de obras rige para la Concesionaria su propio Reglamento de Contratación, y para esta Agencia el control más importante recae en la pertinencia de la contratación de obras con respecto a los planes aprobados y vigentes.
En otra línea de pensamiento pero que también viene a clarificar esta cuestión, además de su clara misión técnica, hay que tener en cuenta la naturaleza jurídica de esta Agencia y ahí preguntarse en carácter de qué es que se asumiría la obligación de suscribir documentación contractual que incumbe tanto a la Concesionaria como comitente de obras y las empresas constructoras justamente como contratistas adjudicatarias de las obras de que· se trate; relación contractual esta que excede a la esfera de incumbencia de éste ente técnico político y de control por excelencia.
Incluso se puede adicionar a lo ya dicho, que una de las facultades/obligaciones que surgen del Artículo 27° del Marco Regulatorio, en tanto prevé la posibilidad de requerir de la Concesionaria los informes necesarios para efectuar el control de las inversiones a su cargo así como monitorear las inversiones que integran el Plan Director, con independencia del ejecutor. 
Si APLA fuera parte de los contratos de obra que AySA suscribe para llevar a adelante la concesión que tiene a cargo, sería como ser juez y parte al mismo tiempo, lo cual más allá de no ser legalmente apropiado, no se concibe en el marco de competencias asignado por el Convenio Tripartito y por el Marco Regulatorio, ambos aprobados por la Ley 26.221.
En el marco del contrato antes referido entonces, se establecieron en detalle como Anexo 3 del mismo las Instrucciones de Desembolso, que es en la instancia en la cual el A.PLA toma relevancia en cuanto a su actuación de control de las certificaciones de las obras más relevantes hasta el momento y las cuales fueron seleccionadas como materia para ser auditada.
En esta tesitura, también resulta interesante verter un concepto más. El CAI destaca que la Ley 26.221 se encontraba vigente antes de la firma del contrato original, y al respecto debemos decir que claramente es así; ya que sin Ley 26.221 no hubiese habido ni A.PLA, ni ERAS, ni Marco. Regulatorio, ni contrato de concesión y, por supuesto, bajo ningún concepto hubiese habido contratos de obra que suscribir por nadie.
A foja seguida, fuera de las previsiones acordadas mediante la documentación contractual, el CAl incluye nuevas precisiones en consideración del informe realizado por la Gerencia de Planificación Técnica y Económica.  Las mismas han sido incorporadas de fs. 571 a fs. 579. Sobre el particular; esta Gerencia llama la atención en cuanto no se encontraba prevista la posibilidad de parcializar los informes de auditoría, en ningún lado se previó la posibilidad .de responder a los comentarios del área técnica sino que los mismos debían ser tenidos en cuenta para las ulteriores etapas acordadas en el cronograma de trabajos.
Asimismo se informa que el CAl no solicitó copias de las Actas de Directorio y de Presidencia. Al respecto aclara que dicha documentación se encuentra publicada en el sitio web del Organismo para la libre consulta de quien así lo requiera.
Finalmente, en virtud de todo lo aquí expuesto, de las irregularidades advertidas y del estado de situación imperante pero sin ánimos de entorpecer el trámite, desde esta Gerencia se propone avanzar en el sentido de requerir del CAl la presentación del Informe Final en los términos de la cláusula IV "Esquema de Desarrollo del Trabajo" del acuerdo suscripto, y cumplido ello se proceda al pago correspondiente en la forma prevista en el cronograma tentativo establecido en el Acuerdo Especifico APLA-CAI de fs. 156.
La contundencia del informe jurídico así transcripto resulta suficiente como para descalificar el contenido y las conclusiones del documento emitido por el Ingeniero Guitelman.
Por ello resulta sumamente inapropiado que se tome el informe del Ingeniero Guitelman como una suerte de verdad revelada, cuando en su elaboración no se han observado los más elementales principios que demanda la expedición de un dictamen profesional serio, tratándose en consecuencia de un informe personal elaborado por un ingeniero que de ninguna manera puede privar a las partes del proceso del necesario dictamen pericial elaborado por los expertos correspondientes, con la posibilidad de que las partes puedan ofrecer sus peritos y, así, dar lugar a una prueba legal e idónea.

Demás está decir que la Comisión Directiva del CAI no suscribió el documento para que sea considerado propio.

No existen falencias en la documentación de la obra. Todo lo que fuera solicitado por el Ing° Guitelman, por si o a través del APLA, le fue entregado.  Como ejemplo: dice el Fiscal que los especialistas no tuvieron detalle de las redeterminaciones de precios de la obra y que sólo hay Actas. Cada una de las redeterminaciones de la obra originaron un legajo específico oportunamente analizado e informado por la Inspección de Obra, luego por la Dirección de Planificación, a posteriori por la Auditoría Interna, luego cuenta con un informe legal y posteriormente con su aprobación por el Directorio de AySA.
VII. 5. La postura de la Auditoría General de la Nación (AGN).
En un contexto individual, AGN realiza una observación de carácter administrativo y da recomendaciones en procura de solucionarlas.
NO DENUNCIÓ DELITOS EN ESTE CASO (como sucedió con otros).  Tampoco analiza el contexto global porque su misión es auditar un caso y no una política empresaria aunque la incluye en sus análisis previos o comentarios.
Si bien la Auditoria General de la Nación mantuvo sus observaciones y recomendaciones cabe destacar los siguientes aspectos. 
PRECIO DE LA OBRA: Cuando AGN sostiene que las ampliaciones de plazo inciden en el valor final del financiamiento, obligando a reformular la programación de los presupuestos asignados, no refieren al valor intrínseco sino a la programación presupuestaria que, en general no tiene precisión absoluta, en especial porque las pautas inflacionarias previstas y las reales difieren de lo programado.
OBSERVACIONES: Las observaciones se refieren a cuestiones administrativas y las recomendaciones son las medidas que AGN entiende como necesarias para superarlas. 
No se trata acá de ninguna corrupción ni diseñada, ni ejecutada, ni nada desde lo ya analizado vastamente.
VII. 6. La resolución dictada por el Juzgado Federal 2 de Morón, Secretaría 5, Ambiental, en la causa FSM 31403/2015.
A fs. 1205/1207 de estos obrados se encuentra glosado el testimonio de la resolución judicial dictada por el señor Juez a cargo del Juzgado Federal número 2, Secretaría número 5 -Ambiental- de Morón, de fecha 16 de febrero de 2016, a través de la cual el magistrado a cargo de dicho órgano jurisdiccional, Doctor Juan Pablo SALAS, dispuso archivar la referida causa tras verificarse, con intervención del personal del Juzgado actuante y de personal de la firma “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”, que “la contratista Esuco-Camargo Correa UTE” ha logrado cumplir con el contrato firmado con la empresa “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.” dando por finalizada la puesta en funcionamiento de la obra”, agregando el magistrado que “el objeto de la presente investigación se encuentra más que finalizado, ya que esta Planta de Pretratamiento del Bicentenario de Berazategui persigue el bienestar de los habitantes de la Cuenca Matanza Riachuelo”.
En dicha causa, según se hace constar en los considerandos de la resolución que dispuso el archivo de la misma, la Dirección de Programación y Ejecución de Obras de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.” presentó un informe técnico haciendo constar que los tornillos de Arquímedes y los aireadores cuyos inconvenientes dieron origen a dicha causa “se encuentran reparados, reemplazados y en servicio cumpliendo a partir de diciembre de 2015 con período de garantía de un año” (fs. 50/52 de dicha causa).
Vale decir que a través de una resolución judicial dictada sobre la base de prueba irrefutable queda indisputablemente demostrada la conclusión y puesta en servicio de la Planta de Berazategui.
VII. 7. La declaración testimonial de JUAN CARLOS LYNCH. 
A fs. 1218 prestó declaración el economista JUAN CARLOS LYNCH, que integró una consultoría que prestó servicios para el holding CAMARGO CORREA; siendo interrogado concretamente sobre la existencia de reuniones entre referentes de AYSA y representantes de CAMARGO CORREA CONSTRUCCIONES, el testigo se pronunció NEGATIVAMENTE.
Dicho testigo también negó la existencia de maniobras de cartelización de las empresas CAMARGO CORREA y ODEBRECHT en la República Argentina.
VII. 8. La declaración testimonial del Contador de la Auditoría General de la Nación LUIS ANTONIO PEYRANO.
A fs. 1257/1258 prestó declaración testimonial Luis Antonio Peyrano, contador jubilado que se desempeñó en la Auditoría General de la Nación. Dicho testigo reconoció que para elaborar el informe correspondiente a la resolución 216/09 los profesionales avocados a dicha tarea nunca se constituyeron en las áreas correspondientes a las obras, emitiendo su informe a partir de las tareas realizadas en las mismas oficinas de la AGN.
VII. 9. La declaración testimonial de Hugo Antonio María ALCONADA MON.
Dicho periodista fue citado a prestar declaración como testigo el día 14 de agosto de 2017.

En dicha declaración ALCONADA MON puso de manifiesto la información que por entonces tenía sobre la actuación de ODEBRECHT en relación al contrato correspondiente a la Planta de Paraná de las Palmas. 

Refiere el testigo que el Sr. WAGNER se presentó ante directivos de ODEBRECHT como una suerte de representante o vocero del Ministerio de Planificación Federal, haciéndole saber las condiciones necesarias para ganar la adjudicación de la obra.
Se hizo eco así el testigo ALCONADA MON de los dichos formulados por el señor MAMERI –Vicepresidente de ODEBRECHT-, quien reconoció haber efectuado pago en calidad de sobornos por la suma de u$s 7.600.000, que habrían sido canalizados a través de un Director de AYSA el Sr. BIANCUZZO.
Relató también ALCONADA MON el circuito que, según los datos brindados por las fuentes que obviamente no reveló, habría tenido aquella suma de dinero, canalizada a través de distintas sociedades off shore.

Es importante remarcar que en la declaración de dicho testigo no existe la menor indicación hacia mi persona, ni hacia sociedad comercial alguna en la cual haya participado, no existiendo tampoco ninguna relación entre este justiciable y el Señor BIANCUZZO.

VII. 10. Informe de la Dirección Nacional de Migraciones.

A fs. 3183 y ss. luce el informe que, a pedido de V.S., suministró en esta causa la DIRECCIÓN NACIONAL DE MIGRACIONES.

De dicho informe se desprende que en el período comprendido desde la constitución de AYSA hasta el cese de mis funciones como Presidente del Directorio de dicha empresa, viajé fuera del país en tres ocasiones, concretamente tres fines de semana al Uruguay, en los meses de abril de los años 2010, 2011 y 2012, en las tres ocasiones en forma coincidente con la Semana Santa de cada uno de tales años.
Aclaro este punto para descartar cualquier vinculación de mis viajes a Uruguay con cualquier operatoria bancaria, financiera o bursátil, dado que en dichos viajes, durante mi estadía en el vecino país, los bancos y las financieras estaban cerrados por el feriado de Semana Santa.

VII. 11. El testimonio de Pablo José Bereciartua.
Ingeniero de profesión se desempeña al momento de prestar declaración testimonial como Subsecretario de Recursos Hídricos de la Nación.
Dicho testigo manifestó:

a) “Además soy autoridad de aplicación según el marco de regulatorio que regula la concesión de la empresa AYSA, que es una empresa constituida como una Sociedad Anónima que tiene sus propias autoridades”.
b) “fui invitado a participar de la Asamblea de AYSA que designó a las nuevas autoridades de la empresa”.

c) “en general las obras de magnitud en particular, como las que aquí mencionamos, tienen habitualmente posibilidad de sufrir modificaciones que hace que se extiendan los plazos, es muy normal que esto ocurra porque hay mucha información que se revela a medida que el proyecto avanza”.
VII. 12. El testimonio del Ingeniero Carlos María Donnoli.
Dicho profesional, jubilado tras haberse desempeñado durante 43 años de actividad en el rubro, habiendo llegado a desempeñarse como Director de Planificación de AYSA, fue convocado por V.S. a prestar declaración testimonial, obviamente bajo juramento, a través de manifestaciones que, por su contundencia, deben ser ponderadas como importante elemento de prueba, más allá de que, luego de haber sido vertidas las mismas, llamativamente se ha considerado en esta causa a dicho testigo como un imputado también convocado a prestar declaración indagatoria.
Sus manifestaciones se encuentran a fs. 1317/1320, pudiendo reseñarse los principales aspectos de la misma en la reseña que seguidamente se formula:

a) Sobre las modificaciones experimentadas en relación a los valores asignados en el presupuesto oficial el testigo manifestó que “en el tema de Paraná de las Palmas el proyecto se cerró en octubre de 2007, y se elevó a las Direcciones superiores, en la etapa posterior de cierre del proyecto y cada una de las partes del proyecto, aparecen cuestiones que aconsejan comunicarlas, una de ellas, la más importante, es la necesidad de una mayor cantidad de pilotes de obra física”.
b) Agregando luego “sumado a esta cuestión hay que tener en cuenta la variación de precio por variación de fecha de presupuesto, de octubre a febrero. Eso suma un 17 o un 18%. En el tema de Berazategui, según recuerdo hay una variación de precio por actualización e fecha de presupuesto”.
c) Sobre los motivos de la prórroga del plazo inicial de las obras dijo el testigo: “hay varios motivos. Primero, que es el atraso en el cobro por parte del contratista de los certificados de obra que tenían financiación BNDES, ese es el motivo primero, esto duró desde el inicio de la obra, en marzo de 2009, hasta diciembre de 2011. Segundo, en el inicio de la obra hay un atraso del orden de los 100 días por la prohibición del Municipio de Escobar hizo al acceso de los camiones a la obra… Tercero, después ha habido distintas contingencias en la obra que han sido clasificadas como imprevistos o situaciones que generaron atrasos y que el contratista asumió resolver. Cuarto, la contratista hizo cambios de proyecto por ejemplo en la obra de Toma que se incluyó en Paraná de las Palmas, que la inspección de la obra y la Dirección de Planificación evaluaron como aceptables”.
d) Reconoció el testigo que el proyecto de obra correspondiente a la Planta de Berazategui había sido realizado por las autoridades y los técnicos actuantes en la época en que la concesión estaba a cargo de AGUAS ARGENTINAS S.A.
e) Sobre la conveniencia o no de licitar todos los rubros de la obra en un único procedimiento, o en forma individual en varias licitaciones el testigo manifestó: “Definir un contrato o más de un contrato es una decisión que el proyectista debe tomar al inicio del proyecto, es decir en el 2006 o 2007. En esta evaluación entran particularidades de cada uno de los componentes de las obras, y algunos criterios generales para evaluar las ventajas y desventajas de cada una de ellas. Un contrato tiene la ventaja de asegurar la funcionalidad de las instalaciones, es decir, se asegura cumplir el objetivo con mayor facilidad que si un componente es interrumpido, se para todo, desde la toma de agua hasta la llegada del agua potabilizada al centro de consumo, se trata de un flujo lineal de importantes caudales. Si se dividen los contratos, se corre el peligro de que la obra no pueda alcanzar el objetivo.”
VII. 13. Testimonio del Ing. Luis Angel Franco.
Es el representante y apoderado de la firma “COARCO”, una empresa que tuvo intención de participar en la licitación de la Planta de Berazategui, adquiriendo el pliego correspondiente, y desistiendo luego de participar tras reconocer que no tenía capacidad técnica suficiente para ejecutar la obra así licitada.
Manifestó lo siguiente:

a) Preguntado acerca de la participación de la firma COARCO en la licitación de la Planta Depuradora del Bicentenario, dijo “nosotros no presentamos oferta. Compramos el pliego de esa licitación, lo estudiamos, pero no ofertamos. No ofertamos porque no reuníamos los antecedentes de capacidad técnica que pedían en el pliego para presentarnos solos, es decir, haber ejecutado una obra de similar magnitud”.
b) Preguntado el testigo sobre la existencia de licitaciones de AYSA que hayan sido adjudicadas a favor de COARCO, manifestó: “Sí, ganamos varias licitaciones. Algunas en UTE y otras solos.”
c) También fue interrogado el testigo sobre si notó alguna irregularidad o algo fuera de lo común en el procedimiento licitatorio de la Planta Berazategui, a lo que contestó que “No. No lo noté”.
VIII. LOS HECHOS DOCUMENTADOS EN LA CAUSA Y LA ACTUACIÓN PERSONAL DEL PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A."
En el decisorio de fs. 2740/2748 V.S. sostiene que los hechos ventilados en esta causa han ocurrido cuando "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." era presidida “por Carlos Ben”.
Se infiere de dicho aserto que, al menos en su desarrollo inicial, no se estaría intentando determinar si los hechos son o no ilícitos para, luego, identificar a sus responsables, sino que se habría investigado “la gestión de Carlos Ben”, algo que de algún modo parece asociarse a una suerte de Derecho Penal del autor, a todas luces inaceptable. 

En el caso que nos ocupa, se encuentra acreditado con las constancias documentales sucesivamente aportadas por esta parte que todas las decisiones relativas a los llamados a licitación, elaboración y aprobación de pliegos, proyecto y rúbrica de contratos, ejecución y pagos, han sido instrumentadas a través del Directorio de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", previa obtención de los informes y dictámenes técnicos y profesionales del caso, todos ellos documentados, sin que haya existido, hasta el inicio de estos obrados, el menor indicio acerca de la comisión de delito alguno.-

Y mi actuación personal, en dicho contexto, se ha limitado al cumplimiento de las decisiones del Directorio en mi condición de representante de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." frente a terceros.
No adjudiqué en forma personal ningún contrato, ni aprobé ninguna adenda ni ninguna redeterminación de precios.

Ello lo hizo la única autoridad establecida en los Estatutos de la sociedad, es decir su DIRECTORIO, que integré y presidí, elegido tal como lo establece la ley 19.550, por los miembros del mismo, es decir por mis pares.

TODAS ABSOLUTAMENTE TODAS las decisiones del DIRECTORIO se adoptaron con libertad de criterio de sus integrantes, incluida la COMISIÓN FISCALIZADORA y unanimidad en la decisión.
Y en ese marco, tras el cumplimiento acabado de todas y cada una de las etapas internas establecidas para la adopción de decisiones correspondientes a la sociedad AYSA, este justiciable, como Presidente del Directorio de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." y representante legal de dicha firma, suscribió once (11) de las doce (12) addendas de Paraná de las Palmas y las tres (3) de Berazategui.
Pero tales instrumentaciones en modo alguno derivan del acto personal, deliberado y suficiente de nuestro defendido, sino que es la conclusión formal de una prolongada cadena de evaluaciones técnicas emanadas de organismos y estamentos internos y externos de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.".
Por ello es que resulta a todas luces desacertado el criterio seguido en esta causa al considerar que este justiciable, por sí y ante sí, hizo y deshizo todo tipo de actos y compromisos en perjuicio de la empresa concesionaria "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", cuando claramente se encuentra demostrado en esta causa, que dicha sociedad comercial, ha observado el cumplimiento de toda la normativa interna que regula su funcionamiento.
Ello se ha visto reflejado en cada una de las contrataciones de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." y en los resultados de las mismas con 3.000.000 de personas con acceso a los servicios de agua potable y 2.000.000 a los de cloacas.
Por caso, en las obras llevadas a cabo en el marco del Préstamo realizado por el Banco Mundial en el programa de saneamiento del Matanza – Riachuelo, se llevó a cabo una Licitación Pública Internacional, cuyos términos fueron oportunamente publicados en forma amplia en Argentina, EEUU, y en los países de Europa, además del sitio específico del Banco Mundial, con lectura en todos los países que lo integran, dando paso a la intervención de tres propuestas (preseleccionadas dos de ellas) y dos ofertas reales (ambas preseleccionadas).
Los valores superiores a los establecidos en los presupuestos oficiales fueron en todos los casos considerados razonables y aceptables para el Banco Mundial.
Está claro que no es atribución, ni competencia, ni función del Presidente de la sociedad anónima "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." arrogarse competencias ajenas inherentes a las áreas técnicas competentes, a quienes les ha correspondido, en cada caso, efectuar los análisis técnicos, contables, económicos y financieros, correspondientes. 
Y cuando la necesidad de asegurar el cumplimiento de las obras condujo a la empresa, a través de su representante institucional, o sea el Presidente de su Directorio, vale decir nuestro defendido, a requerir mayores financiaciones obviamente lo hizo sobre la base de los informes técnicos que establecieron la conveniencia de la financiación ofrecida. 
Lo propio debe predicarse en orden a otros aspectos de las obras, tales como su avance de ejecución, dado que obviamente la inspección de aquellas, como asimismo la evaluación de las contingencias suscitadas y el modo de su superación, no conforman materia respecto de la cual el Presidente de una sociedad comercial se encuentre siquiera facultado para sustituir la opinión fundada de las áreas competentes.
AYSA tiene procedimientos y normas que establecen el modo en que se llevan a cabo los procedimientos licitatorios, que son puestos en ejecución por distintos equipos técnicos de trabajo integrados por distintos miembros de la Empresa.
Así, todo procedimiento de selección del contratista de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." para la realización de una obra o para la prestación de un servicio, se inicia con el diseño de lo que se denomina presupuesto oficial, donde se estima, de modo obviamente conjetural y provisorio, el valor que en principio debería tener aquella prestación. 
Luego intervienen un conjunto de profesionales (más de 7 u 8), distintos de los que realizaron el presupuesto oficial, para determinar la conveniencia o no de las ofertas, una vez presentadas las mismas.
Más tarde interviene otro equipo especializado para analizar los detalles y la conveniencia o no de financiamiento para aquellos que, habiendo obtenido la licitación, lo hubieran ofrecido (Ver Anexo “A”).
Cabe reiterar que el financiamiento no era condición para cotizar y cualquier empresa que hubiera ganado la licitación, accedería al contrato aunque no hubiera ofrecido financiamiento.
Este equipo técnico – además - debía trasladar a los precios del ganador los costos del financiamiento, por lo tanto recibieron el impacto del mismo con condiciones analizadas por varios entendidos en esta temática.
Luego interviene un cuarto equipo para hacer la síntesis de las negociaciones realizadas y remitir la propuesta al Directorio (órgano colegiado que administra la sociedad) que trata la adjudicación de la obra, previa intervención de la Comisión Fiscalizadora que estudia cada caso antes de la decisión final.  Todos deberían también acatar “las reglas informales” a las que se refiere el Fiscal.
Una vez aprobada la contratación por el Directorio, se abre paso a la instrumentación de la adjudicación correspondiente, con la actuación de otro grupo profesional, a través de la redacción los documentos formales, es decir el contrato que debe ser suscripto por el Presidente, o por otros integrantes de la Empresa (por ejemplo una redeterminación de precios por el Director de Obras o el de Contratos, si fuera una contratación de bienes o servicios por la Dirección de Compras y así múltiples ejemplos).
Luego se da intervención a un grupo totalmente diferente a los anteriores que realiza la inspección de la obra.
En los casos de Paraná de las Palmas y Berazategui (como otros en AySA) la inspección se realizó a través de un equipo conformado por una empresa que se seleccionó por concurso y personal propio.
Las empresas y el personal propio fueron diferentes en las obras investigadas.
Cada adenda y cada redeterminación de precios también fueron aprobadas por el Directorio siguiendo el procedimiento ya explicado para las contrataciones.
La normalidad de estos procedimientos, además de la totalidad de estamentos y organismos de la Empresa, fue confirmada por la AGN y por la profesional de la SIGEN, determinada por el Tribunal y contrastan con los dichos del Fiscal.
En ambos casos se ratificaron sus conclusiones mediante los pertinentes testimonios tanto de la Cdra. Silvana Gantile (SIGEN) y del Cdor. Horacio Pignataro (AGN).
Todos estos procedimientos están establecidos, prescriptos y ratificados por centenares de contrataciones llevados a cabo bajo control permanente (Auditoría Interna, SIGEN, AGN, Comisión Fiscalizadora, Auditores Externos, APLA, Comité de Auditoría, etc.) y no como señaló el Fiscal “sin control”, en una acusación no sólo sin sustento, sino también eludiendo la tarea investigativa y el análisis de la documentación y prueba aportada.
De igual modo resulta a todas luces desacertado el análisis que formula el Sr. Fiscal en orden a los supuestos “sobreprecios” afrontados por "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", en la medida en que el Ministerio Público Fiscal soslaya el análisis de los efectos que ha traído aparejado en el costo de las obras tanto el proceso inflacionario sufrido por el país y a las contingencias que naturalmente se producen en obras de semejante envergadura.
Que Odebrecht haya cometido delitos en Argentina o en otros países del mundo, y por ello haya ofrecido colaboración a las autoridades locales, no incrimina este caso “per se” a nadie.
Meirelles y Youssef
 testimoniaron que no se realizaron aportes para estas obras – el primero - y no para Carlos Ben y otros – el segundo.
AySA no tuvo ningún trato diferencial con Odebrecht en ninguna etapa del contrato. 
De hecho aplicó severas sanciones económicas incluso mucho antes de que se conociera siquiera el caso “Lava Jato”.
Con independencia de lo objetable que puede ser la conducta confesa de Odebrecht, ello no implica que todas las obras de dicha empresa hayan sido llevadas a cabo en el marco delictivo.  
Al momento en que ODEBRECHT fue contratada en el marco de una UTE, aquella empresa ostentaba un reconocimiento internacional.
Entonces SUPONER en aquel momento la realidad actual no era factible, ni imaginable ni previsible.
Mal puede entonces atribuirse a los entonces directivos de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." la realización de delitos en el cumplimiento de sus tareas al frente de una sociedad anónima, cuando esa misma entidad ("AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.") recibió el Premio Iberoamericano de Gestión por el año 2015, aunque su evaluación y entrega se produjo en el año 2016, un año después de haber ganado y recibido el Premio Nacional de Calidad 2014.
Durante el período investigado no se recibieron denuncias ni observaciones que fueran descalificantes o insinuaran sobre irregularidades de fondo.
Por el contrario, en la Asamblea General Ordinaria de Accionistas de AYSA llevada a cabo el 26 de enero de 2017 con las autoridades actuales de dicha empresa, encontrándose presente en representación del accionista mayoritario nada menos que el Ministro de Interior de la Nación Lic. Rogelio Frigerio, se procedió a aprobar por unanimidad “la memoria y los estados contables del ejercicio económico número 10 correspondiente al período 01 de Enero de al 31 de Diciembre de 2015 de AYSA S.A.”.
No sólo eso fue tratado en dicha Asamblea: a pedido y moción del nuevo Presidente de AYSA S.A., su actual titular Ing. Inglese, se dispuso aprobar la gestión de todos los Directores y de la Comisión Fiscalizadora.

Todo ello se encuentra documentado en el Acta obrante en el folio 37 del Libro de Asamblea de Accionistas.
Todo lo cual aparece corroborado incluso por el accionar de las actuales autoridades de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", dado que en el caso de Paraná de las Palmas, la nueva gestión de la empresa explicó ante la AGN las razones que justificaron la aprobación y suscripción de la Adenda n° 12, por ejemplo.
En el caso de la Planta Juan Manuel de Rosas, su construcción fue precedida de una licitación pública en la que se presentaron dos oferentes en UTE: Camargo Correa y Esuco S.A. por una parte y por la otra Constructora Norberto Odebrecht Suc. Argentina, Benito Roggio e Hijos S.A., José Cartellone Construcciones Civiles S.A., Supercemento S.A.
Ninguna norma de AySA restringe la validez de su resultado a un número mínimo de oferentes. 
Tampoco lo requiere, a todo evento, ninguna norma administrativa aplicable a la jurisdicción estatal.
Repárese, y no es casual, que las ofertas provienen de conglomerados empresarios que pudieron ofertar a partir de la unión de sus estructuras empresarias, lo que se explica por el hecho de que se trata de obras de enorme envergadura -exigencia financiera y solidez económica- de importantes compromisos económicos y financieros, cuya ejecución no se encuentra al alcance de una empresa común, ni siquiera de una simple unión de varias empresas, en especial si tiene más contratos.
Todo lo cual ha sido corroborado por el testimonio del representante de la firma COARCO a fs. 1556 y ss.

IX. MI SITUACIÓN PATRIMONIAL. AUSENCIA DE TODO VÍNCULO CON LAS ACTIVIDADES DE "CONSTRUCCIONES NORBERTO ODEBRECHT S.A." EN LA REPUBLICA ARGENTINA.
Algunas actuaciones de esta causa, especialmente aquellas provenientes del MINISTERIO PÚBLICO FISCAL, generarían en el lector desprevenido que CARLOS HUMBERTO BEN ha sido un vulgar fascineroso que aprovechó “su  hora de gloria” para, valiéndose de cuanta trapisonda haya encontrado a mano, hacerse millonario a costa del patrimonio de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." o, peor, de las arcas del Estado. 

En efecto, en estas actuaciones se refiere muy ligeramente, especialmente desde el enfoque del Ministerio Público Fiscal de actos cometidos “bajo la presidencia de BEN”,  o de delitos consumados durante “la gestión de BEN al frente de AYSA”, como si mi actuación como Presidente de dicha empresa es el factor dirimente que convierte en ilícito cualquier acto jurídico, o en delito, cualquier hecho cometido dentro de aquella firma concesionaria.

Señor Juez, eso no es así. 

Soy abogado de profesión.

Llevo 48 años de experiencia en materia de servicios sanitarios de agua potable y saneamiento cloacal, así como en las cuestiones sociales y ambientales vinculados a los mismos, razón por la cual me asignaron las funciones que cumplí en cada oportunidad a lo largo de mi ya prolongada trayectoria.
En el año 1969 ingresé a la Dirección de Obras Sanitarias de la Provincia de Buenos Aires, (luego OSBA y después de la presencia de Azurix en la operación de los servicios sanitarios, estos pasaron a estar a cargo de Aguas Bonaerenses Soc. Anónima, ABSA).

En DOSBA trabajé en Mesa de Entradas, luego en el Dto., Despacho.  Finalmente fui designado jefe de la División Planificación y de la Sección Programación en 1977.

En 1982 ingresé a Obras Sanitarias de la Nación donde ocupé los cargos de Gerente de Logística (1982), Gerente de Administración de Contratos (1984), Gerente General de Administración (1987/9).

Entre 1989/92 integré la Comisión de Privatización de OSN como Coordinador Alterno.

En Mayo de 1993 ingresé a la Empresa Aguas Argentinas S.A. (Grupo Suez de Francia).

Mi primer puesto fue el de Asesor de la Dirección General, ocupando el cargo de Gerente de Relaciones Institucionales (entre 1994 y 1997), Gerente de Regulación Jurídica (1997/9), Director Adjunto de Planificación y Regulación, ocupando el cargo de Director de esa área en el año 2000.

Entre los años 2000 y 2002 fui Director General Adjunto y entre 2002/6 dicho cargo con las tareas de Relaciones Institucionales, mientras que las funciones operativas y de administración las ejercían otros Directores Generales Adjuntos.

Ello hasta que, con fecha 21 de marzo de 2006 se creó la Empresa Agua y Saneamientos Argentinos SA (AySA), a la que fui con el contingente de personal que se integró de Aguas Argentinas en la nueva Empresa.

Designado como miembro del Directorio por 3 años con la responsabilidad de presidirlo de acuerdo con las normativas de la ley 19.550, integré el mismo inicialmente conjuntamente con el Cdor. Ricardo Ubieto (Intendente Municipal de Tigre), los Ings. Oscar Vélez y Abel Fatala (todos por las acciones clase “A”) y el Sr. José Luis Lingeri (Secretario General del Sindicato Gran Buenos Aires de Trabajadores de Obras Sanitarias, (por las acciones clase “B”).

Cuando falleció Ricardo Ubieto, su cargo fue ocupado por el Intendente de Vicente López, D. Enrique García y cuando el Ing. Abel Fatala fue a ocupar un cargo en la Administración Pública, el lugar que ocupaba quedó vacante.

Así arribé a la presidencia del Directorio de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.", no como fruto de una maniobra para expoliar al Estado o a dicha empresa, sino como lógica consecuencia de algo que lamentablemente se ha perdido en la Argentina, cual es la “carrera profesional”. 

No llegué a Presidente del Directorio de "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A." como fruto de un acuerdo político, ni como consecuencia de un “dedo” salvador, entiendo que alcancé dicho cargo como una suerte de coronación de una larga carrera profesional, a la que serví en dicha función de un modo ejemplar, permitiendo que cada área técnica, que cada sector, cumpla sus funciones con la mayor libertad y responsabilidad posibles, respetando a mis pares del Directorio, sin incidir en sus decisiones ni en las de las áreas competentes. 

Esta circunstancia se remarca para reiterar que ninguna decisión se adoptó sin que fuera a través del Directorio conjuntamente con la Comisión Fiscalizadora.

De no haber sido así, las decisiones que este justiciable hubiera adoptado habrían sido inválidas, es decir incapaces de producir efectos jurídicos. De ello se deduce claramente la inexistencia de una posición a la organización y a los órganos colegiados del Directorio y la Comisión Fiscalizadora así como la multiplicidad de áreas intervinientes, en paralelo a los numerosos controles existentes.   

En estas actuaciones han sido glosadas innumerables actas de Directorio, se ha acompañado el Estatuto de AySA y demás documentación que acredita lo señalado en forma precedente de manera fehaciente e indubitable.
Todo ello de conformidad con la normativa que rige el funcionamiento de “AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.”.
Como consecuencia de dicha gestión no he obtenido ningún beneficio indebido.

Se adjunta copia del análisis patrimonial de Carlos H Ben, de los ingresos recibidos en AySA, declaraciones juradas ante la AFIP, copia de los Estatutos y Balance de Cifrán (empresa de carácter familiar) para que V.S. pueda apreciar que no existe ninguna clase de anormalidad.

De igual manera se acompaña informe elaborado por el Estudio Ángel R. Colombo y Asociados en dos partes:

a. La primera explicitando (además) los errores que surgen de una publicación periodística a la que le han dado datos erróneos o han interpretado erróneamente la información que les han brindado.

b. La segunda incluyendo los años anteriores que se pueda apreciar el período 2006-2015 durante el cual ejercí la Presidencia del Directorio de AySA S.A.

También se adjunta el listado de bienes inmuebles incluyendo todavía años anteriores para que V.S. pueda informarse sobre los mismos, tanto compras como ventas, los que habían sido adquiridos, incluso con anterioridad al año 2006.
De igual manera aquellos que se reinscribieron a nombre de la empresa familiar para su ordenamiento jurídico y certificación de la actividad de alquileres, compras y ventas, pero que obviamente no constituyen una nueva adquisición.
A ello cabe agregar que en esta causa no existe ninguna prueba, ni el menor indicio, que permita inferir relación alguna entre este justiciable y la firma "Construcciones Norberto Odebrecht S.A." o cualquiera de sus asociados, representantes o personeros.
Por el contrario en la declaración prestada ante V.S. por el periodista Hugo Antonio María ALCONADA MON, en fecha 14 de agosto de 2017, donde dicho testigo informó sobre su conocimiento acerca de los posibles pagos indebidos que la firma ODEBRECHT habría realizado en relación a la obra correspondiente a la planta de Paraná de las Palmas, no existe la menor indicación de mi persona, ni a título personal ni como integrante de ninguna sociedad nacional o extranjera.

X. APRECIACIÓN CONCLUSIVA. ATIPICIDAD DE LOS HECHOS MATERIA DE IMPUTACIÓN.
Tal como lo manifesté anteriormente ni bien he tomado conocimiento de la denuncia efectuada, a partir de lo cual me interioricé de su contenido y desarrollo, poniéndome a disposición de V.S. y del Ministerio Público, aportando -incesamente- información útil para el proceso y prueba documental de ponderación inexcusable para las partes y para el Juzgado actuante.
Los hechos atribuidos a este justicible se vinculan con procesos licitatorios llevados a cabo con los mayores controles formales y técnicos de cualquier tipo de contratación, no habiéndose objetado en ningún momento acto alguno instrumentado a lo largo de tales procedimientos durante años. 

De manera que los principios de transparencia, libre concurrencia e igualdad de participación han garantizado ampliamente la legalidad y legitimidad del proceso licitatorio.

El Ministerio Público pretende tener por configurados delitos penales en la existencia de supuestas y sólo aparentes anormalidades administrativas que ni siquiera alcanzan para cuestionar el procedimiento llevado a cabo. 

Ello especialmente resulta equivocado en tanto aquella postura pretende sustentarse en el cuestionamiento que se formula al proceso de redeterminaciones de precios aplicado durante la ejecución del contrato. 

Ha sido pacíficamente aceptado tanto por la doctrina como por la jurisprudencia de los tribunales,  que durante la ejecución del contrato sea necesario restituir el equilibrio económico modificado por causas extrañas a los contratantes, supuesto en el cual la revisión es posible sin violación del principio general que -en resguardo de la igualdad ante la ley- veda la modificación de las cláusulas de los pliegos de condiciones a posteriori de la adjudicación (Bandeira De Melo, Celso; "Pliego de condiciones", en Contratos públicos, Mza., ed. U.N.Cuyo y Univ. de Mza., 1980, p. 294).

Cabe destacar que, no obstante que nos encontramos ante una relación ya extinguida con consecuencias o efectos ya agotados, no puede soslayarse como pauta valiosa de interpretación la nueva norma contenida en el art. 1011 del actual C.C.C., en cuanto la situación traída a estudio se refleja en ella, en cuanto allí se establece: "Contratos de larga duración. En los contratos de larga duración el tiempo es esencial para el cumplimiento del objeto, de modo que se produzcan los efectos queridos por las partes o se satisfaga la necesidad que las indujo a contratar. Las partes deben ejercitar sus derechos conforme con un deber de colaboración, respetando la reciprocidad de las obligaciones del contrato, considerada en relación a la duración total. La parte que decide la rescisión debe dar a la otra la oportunidad razonable de renegociar de buena fe, sin incurrir en ejercicio abusivo de los derechos." 

En tal contexto, negar el derecho a la contratista a obtener el mencionado reajuste, significaría obligar al contratista a trabajar a pérdida y desconocerle el derecho de propiedad, pues éste sufriría un embate directo que afectaría la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional.

Como es sabido, la fuerza obligatoria del contrato, que reconoce su vigencia a través del adagio "pacta sunt servanda" descansa en el deber de veracidad y en la idea fundamental de justicia que ordena "dar a cada uno lo suyo" y se manifiesta como el instrumento que resulta indispensable para la relación de la vida del hombre y que, sin duda, es de aplicación también a los contratos que celebran empresas como AYSA S.A.

Con esto se quiere significar que debe protegerse la confianza, tutelarse la buena fe y honrarse la palabra dada y los términos pactados para no provocar incumplimientos determinativos de la frustración de la finalidad del contrato, la utilidad de las obras, el funcionamiento de las instalaciones habilitadas, las contraprestaciones y demás contingencias.
De allí que tanto los pliegos de la licitación como el contrato, prevén las obligaciones comprometidas por el contratista, del mismo modo que determinan la responsabilidad que asume cada parte en la relación contractual.

Por otra parte, la equidad constituye una garantía que asegura al contratista el respeto a la intangibilidad de su remuneración que le corresponde por contratar con comitente y el derecho de este de recibir las obras en tiempo y forma.
Esta garantía consiste en mantener durante todo el término del contrato, una situación de equilibrio y correspondencia entre las obligaciones asumidas, sin que posibles alteraciones durante la vinculación resulten de tal magnitud que desnaturalicen el objeto del contrato.

Es que el principio cardinal de la buena fe informa y fundamenta todo nuestro ordenamiento jurídico, tanto público como privado, al enraizarlo en las más sólidas tradiciones éticas y sociales de nuestra cultura (Fallos 312:1725, Considerando 10).

Por ello es que el accionar de AYSA durante la ejecución de los contratos de obra cuestionados ha empleado una interpretación del plexo normativo, a la luz del orden jurídico y constitucional, atento a la ponderación de los principios de buena fe, equidad y equivalencia de las prestaciones que son las razones jurídicas que justifican el fin último de la contratación de la empresa concesionaria, esto es la satisfacción del interés público y la protección del bien común.

Tales razones son las que, además, proveen fundamento a la necesidad de sustraer al contrato de toda onerosidad derivada de circunstancias que tornen excesiva y grosera la prestación a cargo de un particular, en tanto alteren su garantía sustancial de la propiedad (art. 17, Const. Nac.).

Aun cuando sea exigible al contratista una conducta diligente atento su capacidad técnica, sin embargo, no resulta lógico exigirle que soporte más perjuicios que el resto de la comunidad en detrimento de sus intereses, aun cuando ello se funde en razones de justicia distributiva.

Del mismo modo y con el objeto de evitar el enriquecimiento incausado, que significaría la presumible incorporación al patrimonio de la comitente de una obra por la cual el contratista obligado a ejecutarla no ha recibido remuneración equitativa y compensatoria de las mayores erogaciones que su ejecución importó, no es posible efectuar una aplicación meramente formal de las reglas de la intangibilidad de las remuneraciones, apartada de su sustantividad tendiente al mantenimiento de la ecuación económico-financiera del contrato y de su equidad misma, si de su aplicación automática se derivara un enriquecimiento a favor del deudor, lo que sería claramente contrario a la razón y a los principios generales del derecho aludidos precedentemente.

Esta ha sido la directriz de interpretación normativa seguida por la jurisprudencia de los tribunales, en el sentido de dejar establecido que si durante la ejecución del contrato surge la necesidad de introducir modificaciones al proyecto originario por causas no imputables al contratista, que conllevan a efectuar las correcciones adecuadas y ampliar el plazo de ejecución original, justo es reconocer el derecho del mismo a percibir el mayor valor que representa la modificación así introducida, siempre que no se sobrepasen los límites cuantitativos estipulados en las cláusulas contractuales.

El instituto del enriquecimiento sin causa es una máxima o criterio orientador que deriva de uno de los principios generales del derecho.

De ello se colige que incumplir el deber de equidad que significa "dar tanto como se recibe en los términos pactados", importa una lesión al derecho de propiedad cuya fuente reside en la ley de las partes, esto es el contrato mismo, que conlleva necesariamente gravosas consecuencias sobre los derechos adquiridos y la seguridad jurídica de la contratación pública.
Las medidas probatorias adoptadas por la causa de cuyo resultado se procura colegir la existencia de vínculos entre firmas extranjeras y funcionarios públicos argentinos, o bien intermediarios que habrían gestionado ante aquellas supuestos pagos de sobornos, en el marco de distintas obras realizadas en nuestro país, en absoluto logran justificar que la adjudicación de las obras investigadas en esta causa, o el pago de los precios de la misma, haya obedecido a un compromiso delictivo del cual haya participado este imputado.
Las razones por las cuales fueron efectuadas las adjudicaciones de las obras, como determinados y abonados los pagos correspondientes, se encuentran debidamente documentadas en todos los instrumentos oportunamente aportados a esta causa, los que deberán ser analizados y ponderados por los expertos que al efecto deberán ser designados en la causa. 

Debiéndose tener presente, además, que de ningún modo puede endilgarse a los entonces directivos de AYSA el quebrantamiento, durante la tramitación del proceso licitatorio ni en la etapa de ejecución de los contratos, de normas que regulan el desenvolvimiento contractual legítimamente concertado.

Situación que tampoco puede modificarse por el hecho de que parte del financiamiento de las obras haya provenido de fondos girados por organismos estatales a través de contratos celebrados con AYSA, dado que en todos los casos se trata de recursos propios de dicha empresa.
Una vez en manos de una entidad privada, el dinero pierde el carácter público, pues deja de ser un bien propio del Estado -o de sus entes autárquicos- del cual pueda disponer para el cumplimiento de sus servicios o fines públicos. Esa premisa, vale aclarar, es independiente del objeto de la entidad privada acreedora de la prestación (Carlos Creus, “Derecho penal. Parte especial”, Astrea, Buenos Aires, 2007, tomo 2, páginas 284, 518 y 519). 
En este caso los fondos aportados por el ANSES participan de dicha naturaleza dado que fueron cedidos a AYSA en el marco de un contrato por el cual dicha empresa deberá oportunamente restituirlos en el marco de un mutuo, siendo dichos fondos de propiedad de la empresa concesionaria.

No existe perjuicio alguno para el Estado nacional.

En el contexto de una relación contractual, los efectos jurídicos del acto consistente en “dar una suma de dinero” presuponen que el activo egresa del patrimonio del sujeto que lo “da” para ingresar al patrimonio del sujeto que lo “recibe”, quedando el bien a disposición del último. Suponer lo contrario nos llevaría a una contradicción infranqueable, pues si en el marco del cumplimiento de una obligación de “dar una suma de dinero” el activo permanece en el patrimonio y a disposición del sujeto que lo “da” -en vez de pasar a integrar el patrimonio y colocarse a disposición del individuo que lo “recibe”- lo que nos queda es una operación vacía y privada de sus efectos propios. El sujeto obligado nada dio si mantiene para sí la titularidad del bien y el poder de disposición sobre éste. 
En dichos supuestos, los fondos aportados también pierden el “carácter público” que aquí interesa pues egresan del patrimonio del Estado e ingresan al patrimonio de la entidad beneficiada, siendo esta última la que, de allí en adelante, tendrá el derecho de disponer del activo. 
Nada de ello obsta a que, en esos casos especiales, y atendiendo a las causas que determinan la realización del aporte, el beneficiario se vea obligado a rendir cuentas de conformidad con las regulaciones del Régimen de Administración Financiera y de Control del Sector Público Nacional. Recuérdese que el artículo 8, último párrafo, de la Ley 24.156 -Ley de la Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional- dispone expresamente que “…serán aplicables las normas de esta ley, en lo relativo a la rendición de cuentas de las organizaciones privadas a las que se hayan acordado subsidios o aportes y a las instituciones o fondos cuya administración, guarda o conservación está a cargo del Estado nacional a través de sus Jurisdicciones o Entidades…” (ver Decreto 892/95). 
� Me refiero a las presentaciones efectuadas el 1º/04/2016 (fs. 148/152), 23/03/2017 (fs. 391/397), 02/06/2017 (fs. 1018 y ss.), 15/06/2017 (fs. 1747 y ss.), 23 de junio de 2017 (fs. 1767/1799), 12 de julio de 2017 (fs. 2178/2187), 15 de agosto de 2017 (fs. 2636/2671), 23 de agosto de 2017 (fs. 2689/2701), 29 de agosto de 2017 (fs. 2717), 31 de agosto de 2017 (fs. 2986/2988), 13 de septiembre de 2017 (fs. 3035/3039) y de fecha 19 de septiembre de 2017 (fs. 3084/3088), conjuntamente con los legajos de documentación allí agregados. 


� Tal es la definición que el propio Centro Argentino de Ingenieros (en adelante CAI) efectúa de sí en su página oficial www.cai.org.ar


� Me refiero puntualmente a distintos exhortos librados a autoridades extranjeras, entre otras medidas de prueba ya ordenadas por V.S. pero que se encuentran pendientes de producción.


� Que en modo alguno pueden considerarse suplidas por informes profesionales emitidos a título personal por un ingeniero integrante de una asociación civil contratada precisamente por el organismo que, en su oportunidad, tuvo a su cargo el control de los procedimientos licitatorios y contractuales cuestionados, a través de una labor científico que, luego, fue descalificado por la misma Agencia de Planificación, y en cuya producción no ha podido intervenir ninguna de las partes de este proceso. 


� Ver capítulo VII. 


� Ver capítulo II.


� Conf. Arts. 148 y 149, Código Civil y Comercial de la Nación.


� Conf. Art. 77, Código Penal, dado que este Presidente del Directorio de AYSA no ha sido elegido por voto popular ni actuado, al momento de los hechos investigados en esta causa, designado por autoridad pública alguna.


� Puede mencionarse la reciente Resolución  920/E/2017 del Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, de fecha 24 de noviembre de 2017, mediante la cual se autoriza a AySA a obtener financiamiento por U$S 1000 millones, a ser canalizado a través de una oferta pública, de obligaciones negociables  simples y/o títulos de deuda, a corto, mediano y/o largo plazo, subordinadas o no, con o sin garantía de acuerdo con las leyes 23.576 y 24156, bajo la modalidad de una o más operaciones de crédito, en circulación en cualquier momento durante la vigencia del programa global y /o del contrato de fideicomiso.


� Ver testimonio del Subsecretario de Recursos Hídricos de la Nación de fs. 1289/1294, y reseña de de tales dichos volcada en el capítulo VII. 11 del descargo anexo. 


� Ver capítulo III.


� Ver capítulo V.


� Ver capítulo V. 


� Ver capítulo VI.


� Ver declaración testimonial de Pablo José Bereciartúa de fs. 1289 y ss.


� Ver informes contradictorios de AYSA –a través de sus actuales autoridades- de fs. 3029/3034, según lo manifestado por mi Defensa a fs. 3035/3039, testimonio del Lic. ROLDAN de fs. 3159/3161. 


� Ver especialmente capítulo VII.


� Disponen, en lo que aquí interesa, dichos preceptos legales:


“Art. 23, Código Penal.- El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las medidas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los inmuebles, fondos de comercio, depósitos, transportes, elementos informáticos, técnicos y de comunicación, y todo otro bien o derecho patrimonial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relacionados con el o los delitos que se investigan, el decomiso presumiblemente pueda recaer.


El mismo alcance podrán tener las medidas cautelares destinadas a hacer cesar la comisión del delito o sus efectos, o a evitar que se consolide su provecho o a obstaculizar la impunidad de sus partícipes. En todos los casos se deberá dejar a salvo los derechos de restitución o indemnización del damnificado y de terceros.”


ARTICULO 305, Código Penal -Dentro del capítulo correspondiente a Delitos contra el Orden Económico-. El juez podrá adoptar desde el inicio de las actuaciones judiciales las medidas cautelares suficientes para asegurar la custodia, administración, conservación, ejecución y disposición del o de los bienes que sean instrumentos, producto, provecho o efectos relacionados con los delitos previstos en los artículos precedentes.


En operaciones de lavado de activos, serán decomisados de modo definitivo, sin necesidad de condena penal, cuando se hubiere podido comprobar la ilicitud de su origen, o del hecho material al que estuvieren vinculados, y el imputado no pudiere ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga, prescripción o cualquier otro motivo de suspensión o extinción de la acción penal, o cuando el imputado hubiere reconocido la procedencia o uso ilícito de los bienes.


Los activos que fueren decomisados serán destinados a reparar el daño causado a la sociedad, a las víctimas en particular o al Estado. Sólo para cumplir con esas finalidades podrá darse a los bienes un destino específico.


Todo reclamo o litigio sobre el origen, naturaleza o propiedad de los bienes se realizará a través de una acción administrativa o civil de restitución. Cuando el bien hubiere sido subastado sólo se podrá reclamar su valor monetario.


“Art. 518, Código Procesal Penal.-- Al dictar el auto de procesamiento, el juez ordenará el embargo de bienes del imputado o, en su caso, del civilmente demandado, en cantidad suficiente para garantizar la pena pecuniaria, la indemnización civil y las costas.


Si el imputado o el civilmente demandado no tuvieren bienes, o lo embargado fuere insuficiente, se podrá decretar su inhibición.


Sin embargo, las medidas cautelares podrán dictarse antes del auto de procesamiento, cuando hubiere peligro en la demora y elementos de convicción suficientes que las justifiquen.”


�	 Causa n° 28.173 "Granillo Ocampo,  Raúl  E.  s/queja  ap.  denegada"  del  25/8/09, reg. n.º 30.264, y sus citas."


�	 Voto de los Doctores Irurzun - Cattani – Farah, causa 32.461 "Dr.  Domingo  E.  Montanaro  s/  queja  s/ queja por apelación denegada ", resolución del 23/11/2012.


�	 Voto de los Doctores Luraschi – Irurzun, causa 19001, "BASAVILBASO, de ALVEAR, Rufino s/inhibición", decisorio del 15/08/02. 


� “Aun cuando ya se dijo que la medida cautelar adoptada resulta razonable también lo son los reclamos del impugnante, y no solo en miras del interés de sus propietarios, sino también de terceros e incluso en consideración a los propios fines por los que se ordenó la medida: esto es su potencial decomiso o el pago de las consecuencias pecuniarias del delito.


“Por ello, el a quo deberá adaptar el alcance de lo ordenado de manera de permitir a las empresas afrontar el pago de salarios, servicios, cargas sociales, etc., y llevar a adelante medidas de inventario e interdicción de bienes que procuren el objetivo de aseguramiento buscado -y previsto por la ley- sin afectar el funcionamiento en la operatoria regular que desarrollen (ver CFP 6.606/2015/47/CA11 “Cilia, Gustavo Oscar y otros s/medida cautelar”, número interno 37464, registro n° 41099 del 27 de mayo de 2016), lo que debe ser remediado sin dilaciones a través del mecanismo que el Juez estime pertinente, atendiendo a la idea de aseguramiento y sin inmiscuirse en su regular actividad de modo de permitir la atención de las necesidades de funcionamiento de cada una de las empresas cauteladas.”


�	 “García, Alberto Marcelo y otro s/rechazo de la solicitud de levantamiento de medidas”, 24/11/2011, “Ya señaló nuestro colega preopinante que para justificar la imposición de medidas cautelares como las aquí revisadas, deben encontrarse presentes dos presupuestos: la verosimilitud del derecho -fumus bonis iuris- y el peligro en la demora -periculum in mora-, cuya valoración debe efectuarse en forma conjunta. Al respecto, "Calamandrei decía que (las medidas cautelares) ‘tienden a una conciliación entre las dos exigencias, frecuentemente opuestas, de la justicia: la de celeridad y la de ponderación. Entre hacer las cosas pronto, pero mal, y hacerlas bien, pero tarde, las providencias de cautela procuran, ante todo, hacerlas pronto, dejando que el problema del bien y del mal, esto es, el de la justicia intrínseca de la decisión, sea resuelto más tarde, con la necesaria ponderación en las formas reposadas del proceso’" (Leguizamón, Héctor E., "Derecho Procesal Civil", ed. Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, 2009, tomo II, pág. 543/4).


“Siguiendo esos lineamientos, cabría admitir que las inhibiciones generales de bienes de los peticionantes hubieran sido oportunamente decretadas, fundamentalmente, en virtud de razones de urgencia, más allá de que el grado de verosimilitud de los hechos denunciados resultara escaso. Es decir que, teniendo en consideración el estado embrionario de la investigación -la que amenazaba con insumir un tiempo prolongado, por su complejidad-, su pronto dictado se hubiera estimado necesario para evitar un irreparable perjuicio a la pesquisa que se iniciaba, y para aventar el riesgo de que se frustrara una eventual condena pecuniaria.


“(...) El juez de grado ha omitido señalar cuáles eran los sucesos que formaban parte del objeto procesal, cuál era la conducta presuntamente desplegada por los aquí peticionantes en el marco de aquellos, si tales circunstancias resultaban, a la luz de las probanzas colectadas hasta el momento, verosímiles, y cuáles fueron las razones que lo inclinaron en esa dirección.


“No ha explicado tampoco sobre qué circunstancias objetivas evidenciadas en el sumario se basaba la necesidad de mantener las medidas dictadas, ni fundamentó por qué razón escogió, entre las diferentes alternativas, la inhibición general de bienes.


“Los argumentos sobre los que pretendió apoyar su decisión, que se vinculan con "evitar situaciones que pudieran perjudicar el éxito de la investigación" y "la responsabilidad patrimonial" de los imputados, en modo alguno alcanzan a satisfacer la exigencia normativa anteriormente indicada.


“Esa falencia generó una seria afectación al derecho de defensa en juicio de los incidentistas, quienes vieron cercenada su posibilidad de criticar el razonamiento desarrollado por el a quo para denegar el levantamiento de las medidas cautelares dictadas sobre su patrimonio.


“La Corte Suprema de Justicia ha establecido reiteradamente la exigencia de que "las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa", parámetros a los que no se ajusta la resolución en crisis (Fallos 331:1090, entre muchos otros).


“Las circunstancias reseñadas anteriormente nos llevan a considerar que el auto impugnado no configura una derivación razonada del derecho aplicable al caso y de las constancias incorporadas a la causa, por lo que se impone, entonces, su invalidación, al igual que todos los actos posteriores que son su consecuencia, debiendo el a quo dictar un nuevo pronunciamiento de conformidad con los lineamientos expresados precedentemente.”


� Textual de la “denuncia anónima”. 


� “Que para la normal continuidad de la prestación del servicio público de servicio de provisión de agua potable y desagües cloacales del área atendida hasta el día de la fecha por Aguas Argentinas S.A., resulta oportuno disponer la creación de un ente jurídico que tenga bajo su responsabilidad la operación del servicio.


“Que a tal efecto se considera que la sociedad anónima es la figura jurídica más apropiada para asegurar la fluidez operativa del servicio y lograr la adaptación necesaria frente a los cambios o contingencias del caso, garantizándose así la continuidad y regularidad de la prestación.


“Que, además, por razones de celeridad administrativa en la puesta en marcha de la empresa que se crea, corresponde facultarla para que se efectúe la contratación de nuevo personal, exceptuándola del cumplimiento del Decreto Nº 491 de fecha 12 de marzo de 2002 y sus modificatorias por un plazo prudencial.”





� El Acta Constitutiva de AYSA S.A. establece, en lo pertinente:


ARTICULO 1º- La Sociedad se denomina "AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS SOCIEDAD ANONIMA "(AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS S.A.). Se regirá por estos Estatutos y por lo previsto en el Capítulo II, Sección V, Artículos 163 a 307 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1.984).


(..) ARTICULO 3º- El término de duración de la Sociedad será de NOVENTA Y NUEVE (99) años, contados desde la fecha de inscripción de este Estatuto en la INSPECCION GENERAL DE JUSTICIA. Este plazo podrá ser reducido o ampliado por resolución de la Asamblea Extraordinaria.


(…) ARTICULO 5º- A tales efectos, la sociedad podrá constituir filiales y subsidiarias y participar en otras sociedades y/o asociaciones, cuyo objeto sea conexo y/o complementario. Asimismo, tendrá plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones y ejercer todos los actos que no le sean prohibidos por las leyes, este Estatuto y toda norma que le sea expresamente aplicable.


ARTICULO 6º- El capital social inicial es de PESOS CIENTO CINCUENTA MILLONES ($ 150.000.000), representado por CIENTO CINCUENTA MIL (150.000) acciones ordinarias, nominativas no endosables, de MIL (1.000) PESOS valor nominal cada una y con derecho a UN (1) voto por acción, de las cuales CIENTO TREINTA Y CINCO MIL (135.000) corresponde a las acciones Clase A y QUINCE MIL (15.000) a las acciones Clase B.


ARTICULO 7º- Los accionistas tendrán derecho de preferencia y de acrecer en la suscripción de las nuevas acciones que emita la Sociedad y en proporción a sus respectivas tenencias accionarias.


ARTICULO 8º- Las acciones podrán ser documentadas en títulos escriturales. Los títulos accionarios y los certificados provisorios que se emitan contendrán las menciones previstas en los Artículos 211 y 212 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984).


ARTICULO 9º- Las acciones son indivisibles. Si existiese copropiedad, la representación para el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones deberá unificarse.


ARTÍCULO 10.- Se podrán emitir títulos representativos de más de una acción. Las limitaciones a la propiedad y a la transmisibilidad de las acciones deberán constar en los títulos provisorios o definitivos que la Sociedad emita.


ARTICULO 16.- La administración de la Sociedad estará a cargo de un Directorio, designado por la asamblea, compuesto por un mínimo de TRES (3) y un máximo de CINCO (5) Directores Titulares, pudiendo designarse igual número de suplentes, de los cuales CUATRO (4) serán designados por las acciones Clase A y UNO (1) por las acciones Clase B, que durarán TRES (3) ejercicios en sus funciones, pudiendo ser reelegidos.


ARTÍCULO 22.- El Directorio sesionará con la presencia de la mayoría absoluta de los miembros que lo componen y tomará resoluciones por mayoría simple. En caso de empate el Presidente tendrá doble voto.


ARTICULO 25.- El Directorio tiene los más amplios poderes y atribuciones para la organización y administración de la Sociedad, sin otras limitaciones que las que resulten de la ley, el Decreto que constituyó esta Sociedad y el presente Estatuto. Se encuentra facultado para otorgar poderes especiales, conforme al Artículo 1881 del Código Civil y el Artículo 9º del Decreto-Ley Nº 5965/ 63, operar con instituciones de crédito oficiales o privadas, establecer agencias, sucursales y toda otra especie de representación dentro o fuera del país; otorgar a UNA (1) o más personas, poderes judiciales, inclusive para querellar criminalmente, con el objeto y extensión que juzgue conveniente; nombrar gerentes y empleados, fijarles su retribución, removerlos y darles los poderes que estimen convenientes; proponer, aceptar o rechazar los negocios propios del giro ordinario de la Sociedad; someter las cuestiones litigiosas de la Sociedad a la competencia de los tribunales judiciales, arbitrales o administrativos, nacionales o del extranjero, según sea el caso; cumplir y hacer cumplir el Estatuto Social y las normas referidas en el mismo; vigilar el cumplimiento de sus propias resoluciones; y, en general, realizar cuantos más actos se vinculen con el cumplimiento del objeto social. La representación legal de la Sociedad será ejercida indistintamente por el Presidente y el Vicepresidente del Directorio, o sus reemplazantes, quienes podrán absolver posiciones en sede judicial, administrativa o arbitral; ello, sin perjuicio de la facultad del Directorio de autorizar para tales actos a otras personas.


ARTÍCULO 26.- Las remuneraciones de los miembros del Directorio serán fijadas por la Asamblea, debiendo ajustarse a lo dispuesto por el Artículo 261 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984).


ARTÍCULO 27.- El Presidente y el Vicepresidente responderán personal y solidariamente por el mal desempeño de sus funciones. Quedarán exentos de responsabilidad quienes no hubiesen participado en la deliberación o resolución, y quienes habiendo participado en la deliberación o resolución o la conocieron, dejasen constancia escrita de su protesta y diesen noticia a la Comisión Fiscalizadora; conforme a las condiciones del Artículo 274 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984).


ARTÍCULO 28.- La fiscalización de la Sociedad será ejercida por una Comisión Fiscalizadora compuesta por TRES (3) Síndicos titulares que durarán UN (1) ejercicio en sus funciones. También serán designados TRES (3) Síndicos suplentes que reemplazarán a los titulares en los casos previstos por el Artículo 291 de la Ley Nº 19.550 (t.o. 1984). UN (1) síndico titular y UNO (1) suplente serán designados por los trabajadores sometidos al régimen del Programa de Propiedad Participada (Acciones Clase B). Los Síndicos titulares y suplentes permanecerán en sus cargos hasta tanto se designe a sus reemplazantes. Los síndicos titulares y suplentes correspondientes a las acciones Clase A serán designados por la Asamblea de |Accionistas a propuesta de la SINDICATURA GENERAL DE LA NACION, conforme a lo prescripto por el artículo 144 de la Ley Nº 24.156.


� Textual del discurso del Diputado SNOPEK:“También hemos escuchado algunas opiniones respetables sobre el tipo societario elegido. Se comenta por allí que tal vez sea por la agilidad, y en esto algo de razón hay. También se comenta que a lo mejor podría ser más apropiada una empresa del Estado o con participación estatal mayoritaria, de las tipificadas en la ley 19.550; esto también podría ser. 


Pero cuando se va a tomar una decisión de esta naturaleza es adecuado y necesario -como en el caso anterior- tener en cuenta cuáles fueron los resultados de los casos paradigmáticos que se han dado en la Argentina respecto de ese tipo de sociedades.


Estudiando el tema apunté algo que incluso me lo hizo recordar una compañera de bancada, y es que en casi todos los casos en que se ha trabajado con una sociedad del Estado, ha sido el conjunto de la comunidad el que en definitiva -a través de esa sociedad del Estado- ha terminado pagando las cuentas de los eventuales errores o deficiencias.


Todos los pleitos y las acciones administrativas encarados en ese tipo de casos han terminado irremediablemente, de acuerdo con la experiencia que tenemos en la Argentina, perjudicando al conjunto de la comunidad, principalmente a los que menos tienen, porque a los que más tienen casi no les molesta oblar un poco más o un poco menos. En cambio, a los que menos tienen puede significarles una afectación importante para la cobertura de sus necesidades básicas.


Entonces, entendemos que es mucho mejor -y el Poder Ejecutivo lo ha creído así- el esquema de la sociedad anónima. Para que no queden dudas, el gobierno emitió un decreto que corrige o por lo menos complementa el anterior, citado expresamente en el dictamen de la comisión que vamos a comentar brevemente acto seguido.”


� Textual del Discurso de la Diputada Carrió: “El señor diputado Snopek fue muy claro. ¿Por qué el gobierno elige una sociedad anónima de derecho privado, sujeta enteramente a la ley 19.550, sin crear una sociedad del Estado o por lo menos una sociedad con participación estatal mayoritaria? Como señalara el señor diputado, el gobierno elige aquella opción porque, en caso de crisis, el Estado no es responsable. ¿Qué quiso decirnos? Que si la empresa tiene problemas eventualmente irá a la quiebra como una sociedad anónima y sus empleados tendrán que verificar sus créditos en un juicio comercial común; y el Estado no será responsable porque ésta no es una sociedad del Estado sino una sociedad anónima regida por el derecho privado. No importa que las acciones pertenezcan al Estado, porque la estatalidad de una sociedad está determinada por su régimen jurídico y no por su participación accionaria. (…) Además, sus empleados no están sometidos a otra regla que la del derecho privado, y una pésima o mala administración de esta sociedad anónima podrá determinar pérdida de la prestación del servicio para los usuarios y de los derechos de los trabajadores, a la vez que la irresponsabilidad absoluta del Estado argentino en la cuestión.”


�  Textual del discurso del Dip. GIUBERGIA: “Nosotros vemos que esta sociedad anónima va a estar regida por el capítulo II, sección V, artículos 163 a 307 de la ley 19.550, como lo dice el artículo 1° del estatuto, y también por las normas y principios del derecho privado. Por supuesto, no se van a aplicar las normas de los procedimientos administrativos, como se dice aquí, del decreto 1.023, del régimen de contrataciones del Estado, de la ley de obras públicas ni ninguno de los controles.


(…) Por eso, desde este bloque de la Unión Cívica Radical venimos a rechazar este decreto de necesidad y urgencia y a decir que estamos presentando junto con la oposición y con los sectores que nos quieran acompañar un proyecto de ley por el que se va a crear una empresa del Estado que esté al servicio de los argentinos, que sea total y absolutamente controlada y con la transparencia suficiente y necesaria para prestar estos servicios. Una empresa del Estado que les sirva, en definitiva, a los argentinos. Además, como lo establece el artículo 42 de la Constitución Nacional, los usuarios deben tener participación en cada uno de los organismos de contralor. Se debe establecer la necesidad de dictar por ley un marco regulatorio para que nunca más tengan esos 15 millones de habitantes de la Capital Federal y del conurbano bonaerense que estar a merced de un funcionario público sin ningún tipo de responsabilidad.”


� Textual de la Dip. Camaño: “En primer lugar, queremos decir que bajo ningún punto de vista estamos en presencia de una re estatización. Eso se desprende de la simple lectura de la iniciativa. Desde el punto de vista de la pertenencia accionaria estamos en presencia de una empresa en la que el Estado va a tener mayoría, pero que es una sociedad anónima. 


Es una persona jurídica de derecho privado con un 90 por ciento de acciones en poder del Estado. Esa empresa brinda un servicio público. Creo que es el meollo de la cuestión para la resolución de muchos interrogantes aquí planteados.”


� Textual del Diputado Tonelli: “A nuestro juicio, es un error haber creado una sociedad anónima lisa y llana y no haber optado -como hubiera correspondido- por la figura de una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria, que también está prevista en la ley 19.550.


Si este mismo Congreso en su oportunidad dedicó un capítulo especial en la ley de sociedades anónimas a las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, por algo habrá sido. Entre otras cosas, porque esta sociedad anónima va a tener problemas en su funcionamiento, pues al ser una sociedad anónima de la sección V y no de la sección VI del capítulo II de la ley de sociedades anónimas va a sufrir restricciones -como la del artículo 264, inciso 4°) o la del artículo 272- que no hubiera tenido si hubiera sido una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria. De modo que allí hay vicios y dificultades que inclusive van a provocar que esta sociedad tenga problemas en su desenvolvimiento.”


� Textual del Diputado POGGI: “Esta es una empresa monopólica sin competencia, con un mercado cautivo, y no va a existir otra empresa que va a realizar un acueducto o un desagüe cloacal para competir. Obviamente que el usuario, como acontece con estos monopolios naturales -así debe ser-, utiliza la única oferta, que es la de la empresa monopólica. Entonces, ¿qué problema había de crear una verdadera sociedad del Estado, con una legislación ajustada a los tiempos, que fuera moderna y que le confiriera a esta sociedad la flexibilidad necesaria para actuar con eficiencia? Lo que acabo de manifestar tiene que ver con las formas.”


� Textual del Dip. Zimmermann:“Aquí vemos que se ha utilizado un decreto de necesidad y urgencia que crea una sociedad anónima que se va a regir por la normativa del derecho privado, que va a estar exceptuada del régimen de contratación, es decir, de todas las normas del derecho público.”





� Así lo reconoció en su testimonio de fs. 1321 y 1323 el Ing. Donnoli.


� Ver testimonio del Ing. Donnoli a fs. 1320, reseñado en el capítulo VII. 12 del presente descargo.


� Ver testimonio de fs. 1001/1008. Especialmente fs. 1003. 


� Testimonio del Ing. Luis Angel Franco reseñado en el capítulo VII. 13 del presente.
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